

[image: image]


[image: image]




[image: image]




[image: image]






60 años bajo el signo de la prohibición : balances críticos de la política de drogas e iniciativas de cambio / Daniel Acevedo Gómez [y otros veintidós] ; Óscar A. Alfonso R., Héctor Santaella Quintero (editores). -- Bogotá : Universidad Externado de Colombia. 2022.


887 páginas : gráficos ; 21 cm. (Economía Institucional Urbana ; 17)


Incluye referencias bibliográficas.


ISBN: 9789587908282 (impreso)


1. Cultivos ilícitos – Colombia 2. Política antidrogas – Colombia 3. Erradicación de cultivos ilícitos – Colombia 4. Control de drogas y narcóticos – Colombia 5. Glifosato – Uso – Colombia 6. Colombia -- Política y gobierno I. Alfonso R., Óscar A., editor II. Santaella Quintero, Héctor Jesús, editor III. Universidad Externado de Colombia IV. Título V. Serie


363.45 SCDD 21


Catalogación en la fuente -- Universidad Externado de Colombia Biblioteca. Área Procesos Técnicos


abril de 2022





ISBN 978-958-790-828-2


©   2022, ÓSCAR A. ALFONSO R., HÉCTOR SANTAELLA QUINTERO (eds.)


©   2022, UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA


       Calle 12 n.º 1-17 este, Bogotá


       Teléfono (601) 342 0288


       publicaciones@uexternado.edu.co


       www.uexternado.edu.co


Primera edición: mayo de 2022


Ilustración de cubierta: La ciudad caleidoscópica, por el maestro Alfonso Ariza Diseño de cubierta: Departamento de Publicaciones


Corrección de estilo: José Ignacio Curcio Penen


Composición: Precolombi EU, David Reyes


Impresión y encuadernación: Panamericana, Formas e Impresos S.A.


Tiraje de 1 a 1.000 ejemplares


Prohibida la reproducción o cita impresa o electrónica total o parcial de esta obra, sin autorización expresa y por escrito del Departamento de Publicaciones de la Universidad Externado de Colombia. Las opiniones expresadas en esta obra son responsabilidad de los autores.


Diseño epub:
Hipertexto – Netizen Digital Solutions








	
Daniel Acevedo Gómez


Óscar A. Alfonso R.


Erik S. Aparicio Zamora


Samuel Baena Carrillo


Jairo Cabrera Pantoja


Luis Felipe Cruz Olivera


Camilo Augusto Delgado Rodríguez


Darío Fajardo Montaña


María del Pilar García


Jorge Iván González


Andrés Macías Tolosa



	
Ana María Malagón Pérez


Isabel Pereira Arana


Adriana Sánchez Andrade


María Juliana Santaella Cuberos


Héctor Santaella Quintero


Julián Santaella Tenorio


Yesid Reyes Alvarado


Antonio Robles Rossello


Ricardo Rocha García


Camilo Umaña Hernández


Angie G. Upegui Pachón









Juan E. Jacobo Vásquez




CONTENIDO


INTRODUCCIÓN. LOS CIRCUITOS PERVERSOS DE LA PROHIBICIÓN


Óscar A. Alfonso R.
Héctor Santaella Quintero


EL PROBLEMA DE LAS DROGAS DE USO ILÍCITO (A MANERA DE PRÓLOGO)


Yesid Reyes Alvarado


SIGLAS Y ABREVIATURAS


PRIMERA PARTE. HISTORIA Y GENEALOGÍA DE LA POLÍTICA. PROHIBICIONISMO CRIMINALIZACIÓN


CAPÍTULO 1. EL ENEMIGO PÚBLICO NÚMERO UNO: GENEALOGÍA CRÍTICA DEL DISCURSO PROHIBICIONISTA


Samuel Baena Carrillo


1.1. El paganismo: entre el éxtasis y la concupiscencia


1.2. El cristianismo: la inquisición y las brujas


1.3. El liberalismo: rentabilidad económica y cultural de la permisión


1.4. El siglo XX: retorno, consolidación y globalización del discurso prohibicionista


Conclusiones


Bibliografía


CAPÍTULO 2. IMPACTOS DE LA GUERRA CONTRA LAS DROGAS EN LA POLÍTICA CRIMINAL COLOMBIANA: LA AMPLIACIÓN DE LA PUNICIÓN


Camilo Eduardo Umaña Hernández


2.1. La ampliación de la criminalización primaria de conductas relacionadas con las drogas ilícitas


2.2. La criminalización


Apuntes finales


Bibliografía


CAPÍTULO 3. EL PROHIBICIONISMO SE RENUEVA


Jorge Iván González


3.1. El fracaso del prohibicionismo es evidente


3.2. La guerra ha seguido después de La Habana


3.2.1. La causalidad simplista del gobierno


3.2.2. El glifosato provoca daños colaterales


3.3. Las relaciones de causalidad subyacentes a la moral del juez imperial


3.4. Regulación del mercado y tributación


3.5. Una catarsis llena de escepticismo


Bibliografía


CAPÍTULO 4. TENSIONES EN LOS SISTEMAS DE CREENCIAS EN LA POLÍTICA DE DROGAS EN COLOMBIA: EL VAIVÉN ENTRE LA REGULACIÓN Y EL PROHIBICIONISMO ENTRE LOS AÑOS 2000 Y 2020


Daniel Acevedo Gómez
Andrés Macías Tolosa


4.1. Elementos del Marco de Coaliciones Promotoras para el análisis de la política de drogas en Colombia


4.2. Hitos de la política de drogas en Colombia entre 2000 y 2020


4.2.1. Plan Colombia


4.2.2. Dosis de aprovisionamiento


4.2.3. Acto Legislativo 02 de 2009 y dosis para uso personal


4.2.4. Discurso de Juan Manuel Santos ante la Asamblea General de la ONU, el 24 de septiembre de 2010 en Nueva York


4.2.5. VI Cumbre de Las Américas, realizada el 14 y 15 de abril de 2012 en Cartagena, Colombia


4.2.6. Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera


4.2.7. Suspensión del uso del herbicida glifosato en las operaciones de erradicación de cultivos ilícitos mediante aspersión aérea


4.2.8. Reglamentación del cultivo de plantas de cannabis con fines estrictamente médicos y científicos. Decreto 2467 del 22 de diciembre de 2015


4.2.9. Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS)


4.2.10. Prohibición de la dosis personal de sustancias psicoactivas


4.2.11. Modulación del Consejo de Estado de los alcances del Decreto 1844 de 2018 que prohibía la dosis personal de sustancias psicoactivas


4.2.12. Trámites para la reanudación de las operaciones de erradicación de cultivos ilícitos mediante aspersión aérea con herbicida glifosato


4.3. El vaivén entre el prohibicionismo y la regulación


4.3.1. Los sistemas de creencias en Colombia: entre el prohibicionista y el regulador


4.3.2. El fin de la hegemonía prohibicionista (2000-2010)


4.3.3. La regulación se abre camino (2010-2018)


4.3.4. Coletazos del prohibicionismo (2018-2020)


Conclusiones


Bibliografía


SEGUNDA PARTE. CONSTRUCCIÓN DE PAZ EN MEDIO DE LA GUERRA A LAS DROGAS


CAPÍTULO 5. LAS MUJERES ANDINOAMAZÓNICAS EN LA MOVILIZACIÓN COCALERA: RETAR LA DESIGUALDAD DESDE ADENTRO


Isabel Pereira Arana
Luis Felipe Cruz Olivera


5.1. Movilización para vivir en un territorio y reclamar ciudadanía


5.2. El movimiento de mujeres en la región Andinoamazónica


5.3. Algunos rasgos de la participación de las mujeres en las organizaciones y en el movimiento social cocalero


A manera de conclusión


Bibliografía


CAPÍTULO 6. LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA COLOMBIANA ANTE EL RETO DE LA ELIMINACIÓN DE CULTIVOS DE USO ILÍCITO EN EL MARCO DEL ACUERDO FINAL PARA LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO Y LA CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA: ¿UN (ANTI)SMART POWER?


Héctor Santaella Quintero


6.1. El ejercicio del poder en el mundo contemporáneo: la consolidación del smart power


6.2. La vieja aspiración no materializada de eliminar los cultivos de uso ilícito en Colombia y los compromisos emanados del Acuerdo Final


6.3. El ejercicio del poder por el Estado colombiano en su tarea de supresión de los cultivos de uso ilícito: ¿un smart power?


6.3.1. Los más pronunciados problemas de la estrategia gubernamental de erradicación forzada


6.3.1.1. Su desapego respecto de la priorización de instrumentos de la lucha antidrogas prevista por el Acuerdo Final


6.3.1.2. La falta de consideración de los escasos resultados obtenidos en el largo plazo por la erradicación forzada


6.3.1.3. La falta de consideración de los efectos negativos que para la lucha antisubversiva tiene la erradicación forzada y su falta de articulación con el PNIS


6.3.2. Los principales problemas de la implementación del PNIS


6.3.2.1. Los problemas de inseguridad en las zonas PNIS


6.3.2.2. Los problemas de articulación interna entre los diferentes componentes prestacionales del PNIS


6.3.2.3. Los problemas con la participación de la comunidad


Reflexiones finales


Bibliografía


TERCERA PARTE. POLÍTICAS PÚBLICAS Y POLÍTICA DE DROGAS


CAPÍTULO 7. POLÍTICAS AGRARIAS Y SUS RELACIONES CON EL NARCOTRÁFICO


Darío Fajardo Montaña


7.1. Magnitudes, alcances y características de la producción de hoja de coca, el tráfico de insumos y derivados


7.2. Políticas agrarias y ambientales


7.3. El mercado para el narcotráfico


7.4. La “brecha” y el “desarrollo desigual”


7.5. Características de las zonas cocaleras


7.6. La función espacial del Estado


7.7. Reforma agraria y sustitución de cultivos, componentes inseparables


Reflexión final


Bibliografía


CAPÍTULO 8. EL ENFOQUE DE SALUD PÚBLICA ENMEDIO DE UNA POLÍTICA PROHIBICIONISTA


Julián Santaella Tenorio


8.1. El modelo de salud pública


8.2. Colombia y la política para la prevención y atención del consumo de sustancias psicoactivas


8.3. Avances en la disponibilidad de servicios para personas con problemas relacionados con el consumo de sustancias


8.4. Legislación respecto de la descriminalización de la dosis mínima y legalización de la marihuana de uso medicinal y científico


8.5. Efectos de las políticas frente a la descriminalización, la producción y comercialización: Portugal y Estados Unidos


8.5.1. La estrategia nacional para la lucha contra las drogas en Portugal


8.5.2. La legalización del cannabis con fines medicinales y recreacionales en Estados Unidos


Conclusiones


Bibliografía


CAPÍTULO 9. LA POLÍTICA PÚBLICA DE LUCHA CONTRA LAS DROGAS, ¿ANTINOMIA DE PROGRESIVIDAD CONSTITUCIONAL?


Jairo Cabrera Pantoja


9.1. Legitimidad de las políticas públicas de lucha contra las drogas


9.2. Radiografía del cultivo de coca en los territorios


9.3. La política pública de lucha contra las drogas, ¿antinomia de la progresividad constitucional?


9.3.1. El contexto de la política antidrogas


9.3.2. La condición de avance futuro en la política antidrogas


Consideraciones finales


Bibliografía


CAPÍTULO 10. CLÚSTERES DE COCA EN COLOMBIA: ALBOROTANDO EL AVISPERO


Ricardo Rocha García


10.1. Antecedentes


10.2. Hechos estilizados


10.3. Un modelo Probit ordenado para datos de panel


Conclusiones


Recomendaciones


Bibliografía


Anexo. Resultados del modelo


CUARTA PARTE. LOS DAÑOS A LA SALUD Y AL MEDIO AMBIENTE OCASIONADOS POR LA ERRADICACIÓN FORZADA POR MEDIO DE LA ASPERSIÓN AÉREA CON EL GLIFOSATO Y LOS COADYUVANTES


CAPÍTULO 11. ACCIONES Y REACCIONES: JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA EN TORNO A LA ASPERSIÓN AÉREA CON GLIFOSATO


Camilo Augusto Delgado Rodríguez


11.1. Parte I. Los nacimientos: voces emergentes, contexto y génesis


11.2. Parte II. Las caras y las máscaras: respuestas a los peligros


11.3. Parte III. El siglo del viento: siguiendo el cambio


Acto de cierre. Conclusiones


Bibliografía


CAPÍTULO 12. EL DAÑO DE LA ESTIGMATIZACIÓN EN LA GUERRA CAQUETEÑA: FUMIGACIONES DE GLIFOSATO CONTRA EL CAMPESINADO


Luis Felipe Cruz Olivera
Ana María Malagón Pérez


Breve historia del PECIG


Aclaraciones previas y estructura del capítulo


12.1. Características particulares del campesinado en Caquetá: colonización, extractivismo y desmonte


12.1.1. Conformación social del campesinado caqueteño


12.1.2. Incorporación del campesinado en la economía cocalera


12.2. El conflicto armado como contexto de la incorporación del campesinado en la coca 


12.2.1. La economía de la coca y los planes militares de las FARC-EP


12.2.2. La guerra en Caquetá y la “narcoguerrilla” del Plan Colombia


12.2.3. La narrativa de estigmatización del campesinado cocalero


12.3. Efectos del glifosato sobre el campesinado y el medioambiente caqueteño


12.3.1. La enfermedad, la tristeza y la impotencia frente a las fumigaciones


12.3.2. El glifosato dañó la vida campesina


12.3.3. Hasta el yarumo se dañó


A modo de cierre


Bibliografía


CAPÍTULO 13. IMPACTOS AMBIENTALES DEL GLIFOSATO Y LOS COADYUVANTES


Adriana Sánchez Andrade


13.1. Métodos


13.2. El glifosato, los coadyuvantes y otros compuestos


13.3. Impactos ambientales


13.3.1. Aguas


13.3.2. El suelo y sus microorganismos


13.3.3. Plantas


13.3.4. Animales


13.3.4.1. Vida acuática


13.3.4.2. Invertebrados terrestres


13.3.4.3. Vertebrados


13.3.5. Relaciones ecológicas


Conclusiones


Bibliografía


CAPÍTULO 14. LA HORA DE LA PREVENCIÓN, EVIDENCIAS Y MÁS EVIDENCIAS


María del Pilar García Pachón
Óscar A. Alfonso R.


14.1. El principio de prevención como pilar hermenéutico del derecho ambiental


14.1.1. Antecedentes del principio de prevención en el derecho internacional del medio ambiente


14.1.1.1. El principio de prevención y el canon de la civilización ecológica


14.1.1.2. El principio de prevención en algunos instrumentos internacionales vinculantes. Especial referencia a aquellos relacionados con el uso de sustancias químicas, plaguicidas y herbicidas


14.1.1.3. Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación


14.1.1.4. Convenio de Rotterdam


14.1.1.5. Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes


14.1.1.6. La acción preventiva en las normas comunitarias andinas relacionadas con el uso de plaguicidas


14.2. El principio de prevención en la normatividad colombiana ambiental


14.3. Concepto y elementos del principio de prevención; diferencias con el principio de precaución en materia ambiental


14.4. Riesgo de daño a la salud y al medio ambiente originado en la transgresión de las precauciones establecidas por los productores del glifosato


14.4.1. Antes de las órdenes de la Corte Constitucional, las prevenciones de los fabricantes del glifosato


14.4.2. De las advertencias de los fabricantes a un arma de guerra


14.4.3. La aspersión aérea con glifosato: transgrediendo las advertencias de los fabricantes


14.4.3.1. La geografía de la demanda de agua para usos piscícolas


14.4.3.2. La deriva, geografía de la velocidad del viento y la aspersión aérea


14.4.3.3. La niebla, geografía de la temperatura y la aspersión aérea


Reflexiones finales y proposiciones


Bibliografía


CAPÍTULO 15. LA PROPIEDAD Y SUS AFECTACIONES POR LA FUMIGACIÓN AÉREA CON GLIFOSATO: ENTRE LA REPARACIÓN ADMINISTRATIVA Y LA REPARACIÓN JUDICIAL


María Juliana Santaella Cuberos


15.1. Los caminos de la reparación de daños a la propiedad privada por la aspersión con glifosato


15.2. Los perjuicios y su reparación: ¿la falacia detrás de las garantías a la reparación de las víctimas?


Conclusiones


Bibliografía


CAPÍTULO 16. SALUD REPRODUCTIVA Y BIOCIDAS: ACERCA DE LA RELACIÓN ENTRE LOS ABORTOS ESPONTÁNEOS Y LA ASPERSIÓN AÉREA CON GLIFOSATO


Erik Santiago Aparicio Zamora


16.1. Abortos espontáneos


16.1.1. Factores de riesgo


16.1.2. Condiciones fetales y biocidas


16.2. Glifosato y abortos espontáneos


16.2.1. Evidencia internacional


16.2.2. Evidencia nacional


16.3. Modelación


16.3.1. Modelo panel Poisson de datos


16.3.2. Modelo de probabilidad logístico multinomial


16.3.3. Comentarios conclusivos sobre las estimaciones


16.3.4. Test de placebo


16.4. Conclusiones de política


Bibliografía


Anexo A. Creación de estadísticas de abortos espontáneos


Anexo B. Modelos que incorporan la variable cultivos de hoja de coca


CAPÍTULO 17. MÁS GLIFOSATO, MENOS ALIMENTOS. DE LA ASPERSIÓN AÉREA DE QUÍMICOS CON FINES BÉLICOS, AL DAÑO A LA SEGURIDAD ALIMENTARIA POR EL USO INADECUADO DEL GLIFOSATO EN LA GUERRA A LA DROGA


Juan E. Jacobo Vásquez
Óscar A. Alfonso R.


17.1. Vientos de cambio: de la aspersión aérea como arma de guerra a la reconciliación con el medio ambiente


17.1.1. La aspersión aérea como legado del espíritu bélico de una época


17.1.2. El pharmakon de los herbicidas organofosforados y la ambivalencia sociológica de los ejecutores de la guerra a las drogas


17.1.3. La tendencia hacia la sustitución del glifosato en el mundo y el camino hacia la reconciliación con el medio ambiente


17.2. El daño a la seguridad alimentaria: un modelo sobre la producción de arroz


17.2.1. Las fuentes de los datos


17.2.2. El modelo principal


17.2.3. Contraste del modelo principal con modelos alternativos


17.2.4. Diagnósticos del modelo


Reflexiones finales y propuestas


Bibliografía


CAPÍTULO 18. LA AGNOGÉNESIS DE LA VIOLENCIA HOMICIDA EN COLOMBIA. LA ASPERSIÓN AÉREA CON GLIFOSATO DE LOS CULTIVOS DE COCA COMO MANIOBRA DE DISTRACCIÓN


Angie Gisseth Upegui Pachón
Antonio Robles Rossello
Óscar A. Alfonso R.


18.1. Homicidios y coca, deconstrucción de la lógica gubernamental


18.1.1. Multicausalidad de la violencia homicida y sus vínculos con la coca


18.1.2. El negocio cocalero y la violencia homicida, un “paseo aleatorio”


18.2. Primera aproximación paramétrica al paseo aleatorio de la violencia homicida y los flujos de coca por la geografía colombiana


18.3. Cultivo del arbusto de coca, aspersión y violencia


18.3.1. Hipótesis de estudio


18.3.2. Estrategia empírica


18.3.3. Resultados


Reflexiones finales y proposiciones


Bibliografía


NOTAS AL PIE


LOS AUTORES




ÍNDICES DE FIGURAS, MAPAS Y TABLAS


FIGURAS


CAPÍTULO 2


Figura 1. Delitos con mayor número de personas en cualquier tipo de privación de la libertad. Representatividad frente a la totalidad de delitos


Figura 2. Nivel educativo de las PPL (Colombia, 2021)


Figura 3. Delitos en cualquier tipo de privación de la libertad en los que están involucrados extranjeros


Figura 4. Comparación entre delitos del nivel más bajo de los eslabones del narcotráfico con los del nivel alto según el total de PPL en intramural


Figura 5. Delitos con mayor número de personas en intramural. Representatividad entre el total de personas en intramural


Figura 6. Representatividad de los delitos entre el total de los diez con mayor reincidencia de PPL registrados por el INPEC


Figura 7. Delitos objeto de análisis. Representatividad entre el total de los delitos objeto de análisis en reincidencia


CAPÍTULO 4


Figura 1. Evolución del área sembrada con coca en Colombia entre 2001 y 2019


CAPÍTULO 7


Figura 1. Área sembrada en cultivos de coca 1999-2018


Figura 2. Precio del clorhidrato de cocaína 1991-2018


CAPÍTULO 9


Figura 1. Zonas con cultivos ilícitos comparadas con zonas donde intervino algún programa de Desarrollo Alternativo entre 2005-2014


CAPÍTULO 10


Figura 1. Estimación de la probabilidad municipal de pertenecer a un clúster de coca


CAPÍTULO 17


Figura 1. Rendimiento (ton/ha) de la tierra dedicada al cultivo de arroz por tipo de propiedad y tipología de aspersión aérea y presencia de cultivos de coca (Colombia 2013)


Figura 2. Resumen de los parámetros del modelo principal


Figura 3. Chequeos de la posterior


Figura 4. Chequeos de la posterior (modelo alternativo)


CAPÍTULO 18


Figura 1. Diagrama de dispersión de la tasa de homicidios por 100.000 habitantes y el flujo aparente de la coca (Colombia 2012-2015)


Figura 2. Diagrama de dispersión de la tasa de homicidios por 100.000 habitantes y el flujo aparente de la coca (Colombia 2016-2019)


Figura 3. Diagrama de dispersión de la variación en la tasa de homicidios por 100.000 habitantes y el flujo aparente de la coca (Colombia 2012-2015 a 2016-2019)


Figura 4. Tendencias paralelas. Porcentaje de hectáreas cultivadas


Figura 5. Tendencias paralelas. Tasa de homicidios


Figura 6. Efecto de la prohibición de asperjar con glifosato sobre el porcentaje de hectáreas cultivadas


Figura 7. Efecto de la prohibición de asperjar con glifosato sobre la tasa de homicidios


MAPAS


CAPÍTULO 9


Mapa 1. Dinámica de cultivos de coca y zonas intervenidas por desarrollo alternativo


CAPÍTULO 10


Mapa 1. Índices locales de Moran de la coca sembrada (2012 y 2016)


Mapa 2. Probabilidad de pertenecer a un mega clúster en 2016


CAPÍTULO 14


Mapa 1. Municipios asperjados con glifosato en el contexto de la demanda de agua para usos piscícolas en 2014


Mapa 2. Municipios asperjados con glifosato en el contexto de la velocidad del viento a 50 m de altura, promedio anual 2016


Mapa 3. Municipios asperjados con glifosato en el contexto de la temperatura máxima (oC) promedio anual (1981-2010)


CAPÍTULO 16


Mapa 1. Abortos espontáneos e intensidad de la aspersión aérea


CAPÍTULO 18


Mapa 1. Desviaciones de los valores esperados en la variación en la tasa de homicidios a partir de la RPG


TABLAS


CAPÍTULO 2


Tabla 1. Modificaciones al Código Penal


Tabla 2. Delitos con mayor número de PPL en cualquier tipo de privación de la libertad


Tabla 3. Delitos objeto de análisis. Comparación entre el total de mujeres y hombres en cualquier tipo de privación de la libertad


Tabla 4. Comparación de número de PPL según modalidad delictiva


Tabla 5. Delitos objeto de análisis. Posición frente al total de delitos con mayor número de personas en intramural


Tabla 6. Delitos objeto de análisis. Comparación entre mujeres y hombres en intramural


Tabla 7. Los diez delitos con mayor reincidencia de PPL registrados por el INPEC


Tabla 8. Posición de delitos objeto de análisis frente al total de delitos con mayor reincidencia


Tabla 9. Delitos con mayor reincidencia de mujeres PPL registrada por el INPEC


Tabla 10. Delitos con mayor reincidencia de hombres PPL registrada por el INPEC


Tabla 11. Delitos objeto de análisis. Posición frente al total de delitos con mayor reincidencia de mujeres PPL


Tabla 12. Delitos objeto de análisis. Posición frente al total de delitos con mayor reincidencia de hombres PPL


Tabla 13. Comparación entre reincidencia de mujeres y hombres. Reincidencia total y en delitos objeto de análisis


CAPÍTULO 4


Tabla 1. Delimitación de conceptos en materia de política de drogas


Tabla 2. Hitos y discursos de actores de la coalición promotora prohibicionista


Tabla 3. Hitos y discursos de actores delacoalición promotora reguladora


Tabla 4. Hitos y discursos de actores de la coalición promotora prohibicionista


CAPÍTULO 7


Tabla 1. Área sembrada en cultivos de coca por dos fuentes (Colombia, 1991-2018)


Tabla 2. Indicadores líderes de la actividad cocalera (Colombia, 2005-2018)


Tabla 3. Exclusión de los pequeños productores agropecuarios (Colombia, 1954)


CAPÍTULO 9


Tabla 1. Víctimas de minas antipersonal y municiones sin explosionar en actividades de erradicación fallecidas y sobrevivientes (2018-2020)


Tabla 2. Víctimas de minas antipersonal y municiones sin explosionar en actividades de erradicación (fallecidas y sobrevivientes, 1990-2020)


CAPÍTULO 10


Tabla 1. Variables según categorías de aglomeración municipal 2012-2016 (promedios)


Tabla 2. Variables y externalidades


CAPÍTULO 14


Tabla 1. Nombres comerciales del glifosato e ingredientes activos


CAPÍTULO 15


Tabla 1. Aspectos administrativos y procesales


CAPÍTULO 16


Tabla 1. Número de abortos espontáneos totales por año


Tabla 2. Promedio geométrico ponderado de la TAE por tipología


Tabla 3. Resumen estadístico de abortos espontáneos en el panel


Tabla 4. Modelo panel Poisson de efectos fijos (municipios con cultivos)


Tabla 5. Estimación de errores estándar robustos


Tabla 6. Modelo panel Poisson de efectos fijos (Global)


Tabla 7. Resultados modelo Logit Multinomial agrupado. Mujeres residentes de municipios con cultivos


Tabla 8. Modelo Logit Multinomial Global


Tabla 9. Modelo para fracturas de brazo y antebrazos (conteo municipal global)


Tabla 10. Modelo panel Poisson (municipios con cultivos)


Tabla 11. Modelo Poisson global (todos los municipios)


Tabla 12. Logit multinomial agrupado (municipios con cultivos)


Tabla 13. Modelo logit multinomial agrupado (todos los municipios)


CAPÍTULO 17


Tabla 1. Estructura de momentos


Tabla 2. Resumen de modelos


CAPÍTULO 18


Tabla 1. Relación entre homicidios y cultivos de coca


Tabla 2. Estadísticas descriptivas por tratamiento y periodo


Tabla 3. Resultados de la estimación de la ecuación (3)


Tabla 4. Resultados de la estimación de la ecuación (3) agrupada




INTRODUCCIÓN. LOS CIRCUITOS PERVERSOS DE LA PROHIBICIÓN


ÓSCAR A. ALFONSO R.
HÉCTOR SANTAELLA QUINTERO


¿Goce o alivio? Desde la antigüedad los seres humanos han buscado alterar su percepción de la realidad con alguno de estos fines y para ello han recurrido al consumo de alcaloides.


El moralismo y la criminalización le otorgan más importancia al consumo de alucinógenos para el goce del cuerpo que para la curación de alguna enfermedad, para aliviar el dolor o para enfrentar la depresión y la angustia. El moralismo produce estigmas y los estigmas la criminalización, inclusive en naciones de reconocida tradición liberal; por ejemplo, Jay Levy analizó los mecanismos diseñados por la legislación penalizadora y punitiva contra los consumidores de drogas y que propician la estigmatización de los consumidores en Suecia, obstaculizando de esa manera los programas de reducción del daño porque los drogadictos estigmatizados optan por mimetizarse. La principal consecuencia es que el caudal de consumidores aumenta y los problemas sociales asociados se expanden; es decir, todo lo opuesto a lo que persigue la política de drogas prohibicionista.


A pesar de esa paradoja, la política de drogas y el derecho penal se han decantado en las aguas turbias del moralismo a fin de desconocer que el consumo de alcaloides es inmanente al desarrollo de la humanidad y en especial a la civilización, y que la criminalización estimula la creación de mercados negros y rentas extraordinarias con las que se corrompe el aparato de Estado y por las que se asesina.


El conocimiento científico y las opiniones se entremezclan sin distingo, y a ello han contribuido los medios de comunicación. Prueba de ello son los debates sobre carcinogenicidad del glifosato y sus coadyuvantes en los que, además, participan negacionistas de oficio. Según estos últimos, hay miles de estudios que comprueban su inocuidad, que no existe daño a la salud y al medio ambiente, pero mienten deliberadamente cuando ocultan que los mismos fabricantes advierten sobre las condiciones de su “uso adecuado” que es por lo que ellos responden, y que los coadyuvantes son en no pocas ocasiones más dañinos que el mismo glifosato.


Asida al prohibicionismo, la política de drogas abusa de la penalización, elección del poder ejecutivo que afecta negativamente derechos fundamentales como el libre desarrollo de la personalidad e inclusive la salud. De hecho, es innegable que hay drogas que son muy peligrosas, pero es más peligroso no intervenir las causas del consumo, y el campo idóneo para ello es el de la salud pública y no el del derecho penal.


La ausencia de control sobre situaciones que afectan la vida laboral –su incorporación, estabilidad, remuneración y reconocimiento–, el cerco académico a los jóvenes producido por las presiones familiares y las exigencias competitivas como regla de aprendizaje de sistemas educativos arcaicos, la crueldad de ciertos desenlaces afectivos como las separaciones y el fallecimiento de seres queridos y amigos, son algunas de las situaciones estresantes que causan la depresión entre las personas. La cuestión es en qué tipo de sociedades se presentan con más frecuencia porque, sin duda, producen ideas suicidas y son la antesala al consumo de drogas.


Los miembros de las sociedades involucradas en las guerras y en conflictos armados son más propensos al consumo de alucinógenos que los de las que optan por su resolución pacífica y negociada, así como los de aquellas en las que ganarse el sustento exige padecer la desigualdad, la segregación y la pobreza. Por estas razones es que no debe extrañar que Colombia haya pasado de ser un productor a un país consumidor.


A escala internacional, a las narrativas de la Guerra Civil Española les es inseparable el auge del alcoholismo, principalmente entre los combatientes, así como a la guerra en Vietnam la drogadicción de las tropas de los Estados Unidos y el frenesí entre la juventud que se negó participar en ella, fenómeno que recaló en los ulteriores conflictos que detonó su política exterior. Es por ello que quizá en el próximo reporte de la Oficina Internacional de Narcóticos del Departamento de Estado y de otras agencias se dará cuenta de una ralentización y quizá reducción de los adictos al fentanilo, a los opioides y a la cocaína. Y una de las causas es el fin de la segunda guerra más prolongada que han sostenido los Estados Unidos, la de Afganistán.


¿Por qué 60 años bajo el signo de la prohibición? Porque de los muchos significados que tuvo la promulgación de la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes, hay uno que continúa teniendo especial interés para los países productores de alcaloides: es una declaración de guerra de un considerable número de países aliados contra los usos ilícitos de esas sustancias. Desde entonces, esa guerra se ha inclinado hacia el control de la oferta y el prohibicionismo.


A diferencia de las guerras del opio en las que se embarcaron la China y algunos países europeos hacia 1839, o el Marijuana Tax Act de 1937 con su contenido racista y moralista encaminado a la criminalización de los inmigrantes latinoamericanos al mundo anglosajón, la Convención fue una auténtica alianza suscrita por 73 plenipotenciarios de otros tantos países para penalizar el narcotráfico. En el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971 y en la Convención Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Substancias Psicotrópicas de 1988 se reeditaron las alianzas, con algunas deserciones como la de los países andinos que se negaron a aceptar la criminalización de los usos ancestrales de la coca. En el ciclo de UNGASS iniciado con la cumbre de 1998 se reeditó la declaración de guerra y la continuación de hostilidades, no entre estados, sino entre estos y los usos ilícitos de los alcaloides al calor del grito de combate “un mundo libre de drogas”.


La refrendación de estos acuerdos en las instancias legislativas y la ratificación por los demás poderes ha dado lugar a la penalización de los usos ilícitos y, de manera coetánea, a la reacción esporádica de académicos, connotados políticos y formadores de opinión global que reclaman el tránsito de la política de drogas hacia la liberalización. En el entretanto, el trabajo articulado de organizaciones no gubernamentales dedicadas a la reivindicación de políticas alternativas en áreas como el acceso a la salud, el medio ambiente y la alimentación, así como de algunas que promueven políticas alternativas de drogas en defensa de los campesinos, contrarían los criterios y prácticas de la fiscalización ejercida por la Junta Internacional de Fiscalización de los Estupefacientes, creada al calor de las mencionadas convenciones.


¿Quién ha sido derrotado después de 60 años de guerra?


Para responder a esta cuestión el punto de partida ineludible es que la penalización acarrea la elevación del riesgo en las actividades de producción, procesamiento y distribución y, por ello, los narcotraficantes incrementan la tasa de ganancia. Como esa tasa es muy superior a la tasa de ganancia más elevada de la economía legal, el negocio cocalero se torna atractivo para agentes que quieren participar, pero son repelidos a sangre y fuego por los clanes que no están dispuestos a aceptar competencia y mucho menos a compartir sus réditos. Consumidores habituales y eventuales asumen el incremento correlativo en los precios no propiamente racionando el consumo sino moviéndose en los diferentes segmentos del mercado, desde el más oneroso que es el de alta pureza hasta el de la “bolsa de basura” en el que se expende el alcaloide rebajado con otras sustancias con apariencia semejante como el talco. En tal escenario, es inevitable que se propague la drogadicción y el daño a la salud.


Como la penalización se ha inclinado más por el control de la oferta y menos por la persecución del lavado de activos de los narcotraficantes, a los clanes que controlan la producción y el procesamiento les es connatural el sometimiento del campesino empobrecido que no goza de la protección del Estado, como condición para tener la mano de obra barata y sumisa que soporte sus ganancias. La sumisión solamente se alcanza por la vía del control social de los territorios por los que trashuman los cultivos que, por su parte, se alcanza con la imposición de reglas y condiciones para habitarlo.


Existe una profusa literatura sobre el impacto macroeconómico de las divisas del narcotráfico. Las de sus inicios, por allá hacia 1989, fueron duramente cuestionadas por las metodologías empleadas por sus autores y que sugerían impactos exacerbados sobre la producción de la riqueza y su distribución entre ganancias y salarios. Las publicaciones más recientes sostienen, por ejemplo, su rol amortiguador ante desbalances externos que podrían acarrear retrocesos en materia laboral y distributiva. La cuestión de fondo no es meramente si se ha alcanzado el estatus de una narcoeconomía sino, en caso de que esto fuese así, en qué medida la penalización ha contribuido a ello.


Decenas de narcotraficantes han caído bajo el fuego de las fuerzas del orden, no sin antes cobrar cientos de víctimas de sus prácticas terroristas empleadas para doblegar a sus competidores y al mismo Estado; otros purgan largas condenas, otros se han fugado y otros delinquen al calor de su anonimato. Hay cárteles de diferente escala, algunos con capacidad para disputar eficazmente el monopolio del uso de la fuerza del Estado, llegando hasta a enfrentarlo, así como los hay con capacidad para imponer a sangre y fuego sus reglas de interacción social en algún municipio con cultivos de coca, adormidera o cannabis.


La erradicación forzada es estructuralmente ineficaz. Ha sido un pozo sin fondo al que se han arrojado millones de dólares de recursos públicos y de cooperación internacional sin que se avizore ninguna solución real para los problemas sociales, económicos, ecológicos y culturales que palpitan en las zonas de cultivo. Hay, además, una reacción mundial contra el uso del glifosato, y su aspersión aérea es un uso inapropiado por cuyos daños no responderán los fabricantes. En este escenario es indudable que el principio de prevención (¡no de precaución!) consagrado en el artículo 80 de la Constitución Política de Colombia aplica plenamente y debe regir esta materia, por cuanto el glifosato entraña factores ciertos de deterioro ambiental, causa daño a la seguridad alimentaria y existen también evidencias confiables del daño a la salud por su uso inapropiado.


Los avances en materia de usos recreativos y medicinales de la cannabis son motivo de optimismo; sin embargo, la ausencia de políticas inclusivas del campesinado cannabicultor permiten prever su desplazamiento a otros cultivos de uso ilícito; más aún cuando los avances en materia de reforma rural integral (Punto n.º 1 del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera – AF–) y del cumplimiento de los compromisos emanados del Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (Punto n.º 4.1 ibíd.) son igualmente precarios. El panorama tampoco es alentador en lo que refiere al abordaje del consumo como un problema de salud pública (Punto n.º 4.2 ibíd.), ni se observan esfuerzos suplementarios de las autoridades para centrar su acción y perseguir de manera más eficaz a las organizaciones criminales detrás del multimillonario negocio del narcotráfico (Punto n.º 4.3 ibíd.). No obstante, hay un ostensible incumplimiento del Gobierno frente al compromiso de aprobar un régimen legal que ofrezca a los pequeños cultivadores un tratamiento penal diferenciado, tal como se pactó en el Punto n.º 4.1.3.4 del AF .


En ese contexto, y con ocasión del sexagésimo aniversario de la Convención, se ha propuesto la redacción de esta obra pluridisciplinar, animada por el interés de formular un diagnóstico amplio y objetivo de lo ocurrido en los diferentes planos de la vida de los colombianos en torno a la criminalización y penalización de la cannabis, la cocaína y la adormidera. Ello, además, y con especial énfasis, teniendo en mente estructurar un documento que pueda orientar o servir de fundamento a las propuestas de política que permitan la superación de las reglas inocuas que, bajo el grito de guerra “un mundo libre de drogas”, no han permitido enfrentar eficazmente al narcotráfico y, en cambio, han dejado una estela de sangre y fuego en nuestro país.


La incomprensible actitud gubernamental de persistir en el enfoque represivo, mayoritariamente practicado hasta hoy, entraña una de las principales amenazas para el cumplimiento del AF, una fuente inagotable de enfrentamiento social y deslegitimación gubernamental, y una injustificable muestra de obcecación política, costosa en el escenario internacional, en un momento en el cual los vientos soplan en otra dirección. Ciertamente, aunque para la administración Biden-Harris la reducción de la oferta de sustancias ilícitas sigue siendo una prioridad (aunque no la primera1), ello se enmarca en un esfuerzo conjunto con aliados estratégicos, como Colombia, por “dar forma a una respuesta colectiva y global a la producción ilícita de drogas y emplear enfoques de salud pública a través de una profundización de la colaboración bilateral, que expanda la presencia efectiva del Estado y desarrolle infraestructuras”2. El enfoque meramente punitivo, tan caro para las autoridades nacionales, tendrá que ceder su lugar de privilegio a políticas más compatibles con el Estado de derecho y la garantía efectiva de los derechos humanos. Sin duda una buena noticia para el país, a la vista de lo que la fijación gubernamental con la aspersión aérea y la erradicación forzosa han supuesto para las comunidades cultivadoras en general, y para las que han suscrito acuerdos de sustitución con el Gobierno en el marco del PNIS en particular, así como para quienes albergan preocupaciones por los críticos efectos sociales y ambientales de estas políticas para el futuro del país.


Con la mirada multidisciplinar de veintitrés investigadores, esta obra examina de manera crítica el devenir de la política antidrogas en Colombia a lo largo de estos 60 años de empeño represivo, desvela su imborrable huella sobre el territorio y la realidad nacional y ahonda el debate sobre qué puede hacer el Estado para gestionar de forma más eficaz y responsable los desafíos que le plantea el multimillonario e ilegal negocio de las drogas y su alargada secuela de daños. En un momento de grave crisis ecológica, económica y social como el que vivimos en la actualidad, luego de tantos años de tan costoso e infructuoso esfuerzo, nada parece más oportuno que hacer este llamado a la reflexión.


La obra se organizó en cuatro partes, comenzando por la Historia y genealogía de la política. Prohibicionismo y criminalización que se compone de cuatro capítulos en los que sus autores analizan el origen del prohibicionismo y su exacerbación, al propagarse de manera descontrolada un relato de guerra frontal con ribetes punitivistas premodernos que, además de no haber resuelto ningún problema, se renueva de manera perenne al calor de las tensiones entre los fanáticos del escalamiento del prohibicionismo y los promotores de los usos medicinales y recreativos de los alcaloides.


¿Es posible la Construcción de paz en medio de la guerra a las drogas? Esta es la cuestión central a la que se intenta responder en los dos capítulos que componen la segunda parte. En una sociedad patriarcal las prácticas de las mujeres cocaleras andinoamazómicas trascienden a sus roles convencionales para alcanzar expresiones ciudadanas en las esferas políticas y comunitarias, no sin antes enfrentar un inusitado cúmulo de obstáculos. A escala nacional esos obstáculos se expresan en un ejercicio arcaico del poder, ausente de inteligencia contextual, y cuya capacidad de integrar sagazmente la persuasión y la coacción se desconoce y, en cambio, exaltan el alejamiento del AF como gran logro gubernamental.


Los vínculos entre las Políticas públicas y la política de drogas son analizados en los tres capítulos que integran la tercera parte. La mayor proporción de la tierra productiva está controlada por latifundistas y grandes propietarios, mientras que porciones residuales están fragmentadas entre pequeños propietarios y minifundistas, problema distributivo que la reforma agraria debería haber resuelto de antaño, pero que al no hacerlo ha creado un campo propicio para que los cultivos de coca se expandan y se vincule a un campesinado empobrecido. Tal estructura problemática ha propiciado la organización de conglomerados cocaleros de diferente magnitud, cuyos determinantes tienen vínculos con la erradicación forzada y la interdicción. Esas omisiones políticas contrastan con el denuedo con que el gobierno atiende los compromisos adquiridos por el país en la guerra contra las drogas que, además de inocuos, afectan de manera flagrante la colombianidad. A escala nacional, hay evidencias de la eficacia de programas de salud pública en comparación con la persistencia de los enfoques prohibicionistas.


En los ocho capítulos que componen la última parte El glifosato y sus coadyuvantes causantes del daño se estudian las consecuencias de la erradicación forzada, pilar del prohibicionismo. El carácter ecologista de la Constitución Política de Colombia ha emergido en las discusiones jurídicas sobre la aspersión, luego de iniciadas en razón a las demandas de las comunidades étnicas. La regulación del riesgo del daño al medio ambiente y a la salud tienen como prerrequisito el conocimiento de aspectos cruciales tales como que la aspersión aérea exige mayores concentraciones del herbicida que cuando se administra a ras de piso y, además, que los coadyuvantes del glifosato potencian su toxicidad y el daño a la biósfera. De hecho, los fabricantes de las diferentes presentaciones comerciales advierten que hay condiciones para un uso adecuado por el que ellos responden, mientras que el uso inadecuado ha sido la regla de la aspersión aérea sobre los municipios cocaleros que ha afectado al 30 % del campesinado colombiano. Estas razones justifican dar un paso adelante en la regulación, pasando de la precaución a la prevención consagrada en la Constitución.


La penalización desencadena los estigmas, y la estigmatización causa daño y obstaculiza el reconocimiento de las causas de los problemas sociales y de quienes los padecen. Los campesinos cocaleros del Caquetá fueron estigmatizados como auxiliares de la guerrilla y, por ello, objeto de múltiples agresiones y del daño flagrante a sus derechos fundamentales. El linfoma No Hodgkin aparece con crudeza en la piel del campesinado víctima de la aspersión luego de un prolongado período de latencia en su organismo, y las mujeres gestantes, como en el caso de Janeth Valderrama, sufren abortos espontáneos y mueren de manera prematura.


El daño a derechos objeto de la protección jurídica generado por la aspersión aérea debe ser reparado y, para ello, las víctimas cuentan con mecanismos que, en no pocas ocasiones le asignan la carga de la prueba del daño, barrera infranqueable para que alcancen su cometido. Esta falla de la justicia surge y se desarrolla en momentos en que la aspersión ocasiona impactos negativos tales como el daño a la seguridad y soberanía alimentarias, que son grandezas sociales que van más allá del lucro cesante. Y en el entretanto, la violencia homicida que se recrudece en medio de las carencias agudas de bienes públicos y de la desprotección estatal se acostumbra a asociar, sin prudencia alguna, con el auge de la producción cocalera.


Esta obra se ha pensado como un compendio de balances de la política de drogas, pero también como un conjunto de iniciativas de cambio que los autores juzgan impostergables. Invitamos al lector a realizar una lectura crítica de lo expuesto, pues sólo de esa manera se podrá constatar tal urgencia.


A los dos árbitros que desde el anonimato se animaron a estudiar cada capítulo con detenimiento y a sugerir ajustes muy pertinentes y precisiones insoslayables, a los correctores de estilo que se esforzaron por ayudarnos a acercar más nuestro lenguaje y construcciones gramaticales a los lectores, a los diagramadores y a todos los trabajadores del Departamento de Publicaciones de la Universidad Externado de Colombia, nuestro sincero reconocimiento y gratitud por su colaboración pues, sin ella, esta obra no habría sido posible.




EL PROBLEMA DE LAS DROGAS DE USO ILÍCITO (A MANERA DE PRÓLOGO)


YESID REYES ALVARADO*


Este libro colectivo recopila y organiza artículos que desde diversas perspectivas analizan las distintas facetas que componen el complejo ámbito de las drogas de uso ilícito1. Esto le permitirá al lector tener una visión muy completa de las variadas formas en que el ser humano ha interactuado con esas sustancias, de los planteamientos y resultados de enfoques como el prohibicionista o el regulatorio2, de lo que se esconde detrás de esos cambios de política frente a las drogas, concebidos y orientados por las grandes potencias como forma de superar coyunturas históricas y, no menos importante, de las consecuencias económicas que se derivan no solo de la manera como se aborde desde el punto de vista teórico el tema, sino del impacto que pueden tener en el medio ambiente y en la salud de las personas propuestas como la de la aspersión aérea con glifosato, cuya utilización en Colombia (último país del mundo en suspenderlas en 2016) sigue teniendo adeptos.


Cuando se habla del “problema” de las drogas se genera la impresión de que esas sustancias, en su existencia ontológica son un problema, lo cual no es correcto. Ni las cosas en sí mismas, ni los comportamientos humanos son un problema en cuanto tales, sino en la medida en que son objeto de valoración dentro de un entorno social. Tratándose de las drogas, lo que puede llegar a ser problemático es la manera como los seres humanos, al interior de una comunidad organizada, interactúan con ellas de acuerdo con los parámetros de conducta que ese mismo grupo ha construido para regular su funcionamiento con miras a garantizar tanto la armónica convivencia de sus integrantes como su propia supervivencia como conglomerado.


Eso explica que, si bien la relación del hombre con las drogas se remonta casi hasta sus orígenes3 como ser social4, esos vínculos no siempre hayan sido valorados como algo negativo. Por el contrario, la utilización de sustancias que ayuden a liberar tensiones internas y a explorar facetas distintas de la realidad ha acompañado al hombre desde que en sus primeros estadios de desarrollo empezó a consumir las primeras bebidas fermentadas artesanalmente, y luego con la producción masiva de la cerveza, el vino y otras bebidas alcohólicas. De hecho, aunque los orígenes de la cerveza y el vino se remontan al período neolítico (8.000 años a.C.), sus antiguos vínculos con la religión son una clara evidencia de su aceptación social, tanto por el uso del vino desde la Última Cena hasta las misas actuales, como por el impulso que al desarrollo de la industria cervecera le dieron los monasterios europeos a partir del siglo IX. Si bien las bebidas con mayor concentración alcohólica, como el whisky, tuvieron una corta y violenta época de prohibición en los Estados Unidos de América (de 1917 a 1933), los resultados de esa política en cuanto al crecimiento del consumo, el surgimiento de bandas criminales y el aumento de la delincuencia persuadieron a las autoridades norteamericanas de la conveniencia de cambiar la política prohibicionista por una orientada a regular la producción, la distribución y el consumo de bebidas alcohólicas5, la cual se mantiene hasta la actualidad en buena parte del mundo occidental.


En las civilizaciones americanas prehispánicas los chamanes utilizaban sustancias vegetales no solamente para curar algunas enfermedades, como ya ocurría con el opio en otras civilizaciones desde 3.000 años a.C., sino como forma de conseguir estados de éxtasis que les permitieran acercarse espiritualmente a sus deidades en busca de nuevas interpretaciones del presente y de pistas sobre el futuro6. Algunas de esas sustancias, como la coca y la ayahuasca o yagé, siguen siendo utilizadas por muchas comunidades indígenas como parte de sus tradiciones culturales7. El soma, cuya composición precisa es hoy desconocida, era un narcótico de origen vegetal utilizado en la India desde aproximadamente 3.500 años a.C.8 y que, a diferencia de sustancias similares empleadas por otros pueblos como medios para comunicarse con sus deidades, era considerada como la divinidad misma. Los vínculos del ser humano con esas sustancias no solo no estaban demonizados, sino que para algunas comunidades constituían instrumentos sagrados que permitían lograr una conexión con la dimensión espiritual9.


Este enfoque cambió gracias a la expansión y el empoderamiento del cristianismo con su idea de que el cuerpo le pertenece a Dios, por lo que el ser humano debe evitar conductas que le puedan causar daños en su integridad, o incluso la muerte, entre ellas el consumo de sustancias alucinógenas10. Los sacerdotes cristianos que fungían de intermediarios entre la humanidad y Dios tampoco veían con buenos ojos el empleo de esas sustancias como una forma de conexión directa con los dioses11, ni como instrumento para curar enfermedades, interpretar el presente o adivinar el futuro. Quienes hacían uso de ellas para cualquiera de estos propósitos se arriesgaban a ser considerados herejes, ser sometidos a juicio por esas conductas y condenados a morir en la hoguera como con tanta frecuencia ocurrió en la Edad Media12.


Al margen de ese histórico escenario religioso, las relaciones entre las drogas y el mundo de los negocios tampoco han sido uniformes. La coca comenzó a ser utilizada en la fabricación de bebidas gaseosas13 en 1886 con las primeras fórmulas de la Coca Cola, tan solo 27 años después de haber sido sintetizada por primera vez. El jarabe base de ese refresco fue desarrollado inicialmente por un farmacéutico, y pronto se diversificó y extendió su uso como sustancia considerada útil para el tratamiento de afecciones nerviosas, entre ellas la neuralgia, la histeria o la melancolía; en forma de pastillas fue comercializada para combatir afecciones de la boca y la garganta14; en presentaciones líquidas (“vino de coca”) se la ofreció para solucionar la falta de sueño y como remedio frente a la fatiga, tanto del cuerpo como de la mente. En el campo de la ciencia, Freud estudió ampliamente los efectos de la cocaína, escribió sobre el tema15, la consumió ocasionalmente16 y la recetó a sus pacientes. De otro lado, la heroína fue muy promocionada para el tratamiento de la tuberculosis por reconocidas farmacéuticas como Bayer, que la utilizó durante cerca de quince años como sustituto de la morfina.


Desde su descubrimiento en 1938 el LSD llamó la atención de reconocidos personajes que experimentaron con él, como lo dejó entrever Bill Gates en una entrevista para la revista The Rolling Stones, o como lo admitieron expresamente Aldous Huxley, Steve Jobs y los beatles John Lennon y George Harrison. El interés que despertó esta sustancia por sus efectos la llevó a ser incluida por la Agencia Central de Inteligencia de los Estados Unidos (CIA) como parte de un proyecto secreto denominado MK Ultra sobre control de la mente, que comenzó en la década de 1950 y se extendió hasta comienzos de los años 70[17]. Después de esos primeros años de euforia, la utilización del LSD se redujo en un tiempo relativamente breve, más como consecuencia de la aparición en el mercado de drogas que generaban efectos similares, pero de menor intensidad, que como producto de su prohibición o persecución legal18.


Si se indaga por las razones que han motivado esos cambios en las relaciones del ser humano con las drogas, desde considerarlas como una forma de canalizar la conexión espiritual –o incluso de identificarse con la divinidad misma–, hasta apreciarlas como un enemigo de la humanidad y de la vida en sociedad, una primera y generalizada respuesta parece ser la de que se trata de sustancias que ponen en peligro al individuo por la capacidad que tienen de afectar su salud19. Sin embargo, si el punto de referencia en que se soporta esa afirmación es la persona mayor de edad que de manera libre y voluntaria decide consumirlas, este primer intento de explicación debe ser rechazado como contrario al principio fundamental del libre desarrollo de la personalidad, salvo que se conciba una vida social sometida a un Estado protector, paternalista, con amplias facultades para disponer sobre la salud y la vida de sus integrantes.


Una breve mirada retrospectiva al comercio de las drogas en el siglo XVIII nos ofrece una perspectiva distinta, más conectada con consideraciones económicas y geopolíticas. Para compensar los efectos negativos del proteccionismo chino, Gran Bretaña y Holanda, que por entonces estaban obligadas a pagar con oro, plata o joyas la mercancía que compraban en Cantón (única ciudad en la que estaba permitido el comercio con occidente)20, vieron en el comercio del opio una posibilidad de mejorar su déficit comercial y decidieron comenzar a cultivarlo en sus colonias para exportarlo a China, el principal país consumidor. La estrategia arrojó buenos resultados para los europeos, que en la primera mitad del siglo XVIII alcanzaron a exportar a China 1.400 toneladas anuales de opio; para China, en cambio, ese comercio no solo afectó negativamente su balanza económica con Gran Bretaña y Holanda, sino que adicionalmente llevó a un acelerado crecimiento interno de su consumo. Para contrarrestar esta situación, China endureció su posición en contra de su consumo y comercio (que, de todas formas, ya estaba prohibido tanto en ese país como en Gran Bretaña), lo que dio lugar al surgimiento de un mercado negro que permitió que la sustancia se siguiera comerciando debido a la actividad de contrabandistas que la llevaban desde Europa21. Para defender las ventajas económicas que ese lucrativo negocio les representaba, los países europeos presionaron a China para que atenuara su política prohibicionista y liberalizara nuevamente el comercio del opio con ellos. Ante la negativa de China, Gran Bretaña le declaró la guerra en 1839[22], conflicto conocido como la primera guerra del opio y que culminó en 1842 con la derrota del país oriental, que se vio obligado a reabrir el comercio de esa sustancia con Europa, a compensar a los ganadores por los perjuicios económicos que el prohibicionismo les había ocasionado, y a entregar la isla de Hong Kong a los británicos, que solo le devolvieron su independencia en 1997.


Catorce años después el Reino Unido y Francia, con el apoyo de los Estados Unidos de América, le exigieron a China renegociar el tratado de 1842 para, entre otras cosas, legalizar el comercio de opio. La negativa de China, unida a incidentes relacionados con la incautación de un barco de bandera británica sospechoso de contrabando, terminaron por desencadenar una nueva guerra que se extendió desde 1856 hasta 1860 y que culminó con una nueva rendición de China que la obligó –entre otras cosas– a indemnizar nuevamente al Reino Unido y a Francia, a cederle a los británicos el distrito de Kowloon (una población de Hong Kong que hasta entonces no estaba bajo el control británico) y a legalizar el comercio del opio.


Como reacción a las consecuencias negativas que para su economía se derivaron de la pérdida de las dos guerras del opio con los países europeos, a comienzos del siglo XX China impulsó la producción nacional de drogas hasta conseguir abastecer la casi totalidad de la demanda interna23, con lo que el comercio del opio que habían impuesto a China después de dos exitosos conflictos armados dejó de ser un buen negocio para los europeos. Coincidiendo con este nuevo escenario comercial, en 1912 un gran número de países liderados por Estados Unidos, Alemania y el Reino Unido firmaron la Convención Internacional contra el opio, en la que de manera expresa se acordó tomar las medidas necesarias para restringir el consumo de esa sustancia e impedir su contrabando.


Este breve recuento de las primeras guerras relacionadas con las drogas deja la sensación de que no se las persigue tanto por las eventuales afectaciones que puedan causar en el cuerpo o la mente de los consumidores (para lo cual parecería preferible un enfoque de salud pública), como por los efectos económicos que generan en los países productores (usualmente caracterizados por un menor desarrollo) y en aquellos donde abundan los consumidores (que suelen corresponder a naciones más desarrolladas).


Ese trasfondo económico de la guerra contra las drogas impide sostener que en países como Colombia se las debe combatir penalmente para evitar el deterioro de la economía nacional, porque en estricto sentido esta recibe de manea indirecta beneficios de ese comercio al margen de la ley24. A manera de ejemplo: se calcula que en el año 2008 el narcotráfico le generó al país ingresos equivalentes al 2,5 % del Producto Interno Bruto (PIB), y que para el año 2009 la producción de cocaína constituyó el 1,8 % del PIB, mientras que en ese mismo año el café sólo llegó al 0,8 % del PIB25. Con cifras como esas difícilmente se puede sostener que con la guerra contra las drogas se evita que su comercialización implique, en sí misma, una afectación a la economía nacional. Por el contrario, cabría suponer que la regulación de ese comercio o de una parte de él (que no necesariamente significa su legalización26) le podría representar al Estado colombiano un importante ingreso de dinero.


De todas formas no deja de ser curioso que se ponga más empeño en perseguir el tráfico de drogas con el argumento de que los consumidores pueden sufrir daños en su salud cuando de manera libre y voluntaria deciden hacer uso de ellas, que en desmantelar las grandes organizaciones criminales internacionales dedicadas al tráfico de armas27 con las que se causan decenas de miles de afectaciones a la vida y la salud de personas que en su gran mayoría no han decidido exponerse voluntariamente a los peligros que se derivan de su uso.


El enfoque que actualmente prevalece en el mundo como parámetro para enfrentar los problemas derivados del uso de drogas ilícitas continúa centrado de manera fundamental en la prohibición, diseñada a comienzos de los años sesenta, pero luego caracterizada y difundida por el mundo a través de lo que desde 1971 el presidente Richard Nixon denominó la guerra contra las drogas, expresión que en modo alguno ha resultado ser un eufemismo. Sin embargo, en lo corrido del siglo XXI se percibe un aumento de quienes se inclinan por introducir una perspectiva regulatoria en la política contra las drogas, por lo menos en relación con los consumidores y con los pequeños cultivadores de marihuana y coca.


En países como Estados Unidos, donde el consumo de drogas está penalizado, los resultados de la política prohibicionista son desalentadores; el número de personas ingresadas en prisión por delitos relacionados con drogas supera el millón anual, sin que esa medida haya mostrado ser efectiva para reducir el número de usuarios. Por el contrario, lo que la evidencia muestra es que mientras los consumidores de droga equivalen a cerca del 5 % de la población mundial, ese porcentaje aumenta hasta el 20 % al interior de las cárceles. Estas cifras no solo muestran que la prisión es ineficiente como mecanismo para curar las adicciones (lo cual no resulta ninguna novedad), sino que además ponen de presente que cuando una persona es privada de su libertad las probabilidades de que utilice drogas aumentan de manera considerable28.


A partir de la usual distinción entre aquellos a quienes el consumo recurrente de drogas les acarrea efectos perjudiciales en lo individual (dependencia) o en sus relaciones con los demás (incumplimiento de deberes o de normas, incluso penales), y quienes las utilizan sin que ello los afecte ni en lo individual ni en sus relaciones interpersonales, parece claro que el primer grupo (que reúne a usuarios caracterizados por un uso problemático de las drogas) es mucho más reducido que el de quienes hacen parte del segundo (conformado por los que hacen un uso no problemático de las drogas)29.


Esta evidencia debería ser suficiente para indicarle a los Estados la necesidad de abstenerse de censurar a quienes siendo capaces de decidir optan voluntariamente por el consumo de drogas, en el entendido de que esa es una decisión y una conducta que –al pertenecer al fuero interno del individuo– debe estar al margen del control de las autoridades, siempre que con ella no se afecten los derechos de terceras personas. Por eso los esfuerzos del Estado deben estar dirigidos hacia los consumidores problemáticos, pero priorizando respecto de ellos un enfoque de salud pública que les brinde la posibilidad de acceso a tratamientos de desintoxicación orientados a ayudarles en la superación de sus adicciones; esto les facilitaría tener un acceso controlado a las drogas (o a sustitutos) durante el tratamiento, evitando que recurran a la comisión de delitos contra el patrimonio económico o la integridad personal como formas de procurarse dinero para adquirir en el bajo mundo la droga que necesitan. Pero para que una política como esta pueda ser puesta en marcha es imprescindible que el consumo no esté penalizado, pues en caso contrario serán pocos quienes decidan acudir ante las autoridades para admitir una adicción que es considerada delictiva.


En cuanto a los consumidores no problemáticos, lo primero es evitar la criminalización tanto del consumo como de la adquisición y posesión de la droga con ese propósito. Si, por el contrario, se admite el consumo pero se criminaliza su compra por parte del usuario, se consigue un efecto perverso para este último dado que la única forma que tendría para adquirirla sería a través del contacto con la delincuencia; en términos prácticos eso se traduce en el encarecimiento de la droga, en la imposibilidad de controlar su calidad y en la exposición a los riesgos propios de tratar con personas al margen de la ley. Si el Estado tuviera el control de la venta de la droga los consumidores tendrían certeza sobre su composición, con lo cual se evitarían las peligrosas mezclas que abundan en el mercado; las podrían adquirir en expendios oficiales sin exponerse a visitar las peligrosas ollas donde suele ser vendida; las comprarían a precios razonables y, en caso de llegar a padecer problemas de salud como los derivados de una adicción, podrían solicitar la ayuda de las autoridades sin temor a resultar involucrados en un proceso penal.


Aun cuando los partidarios de un enfoque absolutamente prohibicionista de las drogas (que incluye el castigo para los consumidores) aducen en favor de su tesis los elevados niveles de violencia que caracterizan su distribución y venta, lo cierto es que ese aumento de la delincuencia está más relacionado con la naturaleza ilícita de su comercialización30 que con los efectos que su consumo produce en el organismo. El escenario es, desde esta perspectiva, similar al que tuvieron los Estados Unidos durante la época de la prohibición del alcohol, que llevó al florecimiento de poderosas bandas criminales y al aumento significativo de la delincuencia sin afectar de manera sensible el consumo que pretendían combatir. La circunstancia de que la violencia asociada a la producción y distribución del alcohol se redujera de manera sensible con el fin de la prohibición parece indicar que ella no se derivaba tanto del consumo (que continuó, pero sometido a la regulación estatal) como de su criminalización.


Una de las más dramáticas consecuencias asociadas a la criminalización del consumo y la comercialización de las drogas tiene que ver con quienes se las inyectan, cuyo número se calcula en un poco menos de doce millones a nivel mundial. De ellos, cerca de un millón y medio han contraído el VIH, casi seis millones se contagiaron de hepatitis C y aproximadamente un millón doscientos mil más conviven con ambas enfermedades31. En total, más de ocho millones de personas se han contagiado como consecuencia de las malas condiciones de higiene en la utilización (o reutilización) de las jeringuillas con las que se inyectan la droga. Estas consecuencias que afectan a dos tercios de los consumidores de drogas inyectables en el mundo habrían podido evitarse si en lugar de criminalizar su uso y venta para consumo, los Estados hubieran tenido el control de la droga para suministrarla en condiciones seguras como parte de un tratamiento orientado a superar la adicción de los consumidores problemáticos, o simplemente como una forma de proteger a los consumidores no problemáticos para evitar que se relacionen con el mundo de la delincuencia.


Colombia no siempre fue un gran cultivador de coca. El aporte de nuestro país al negocio ilícito de las drogas consistía en la conversión de la pasta de coca en clorhidrato de cocaína y en su posterior distribución en los mercados internacionales. La pasta (y a veces la hoja misma) de coca llegaba principalmente a las selvas del Caquetá en el sur del país en vuelos procedentes de Bolivia y Perú, donde se encontraban los cultivos más grandes. Curiosamente fue el éxito de las operaciones de interdicción a los vuelos ilegales procedentes de esos países lo que convirtió a Colombia en el gran productor de hoja de coca que hoy es32; para las grandes organizaciones criminales que entonces se dedicaban al tráfico de drogas resultaba más rentable y seguro sembrar la coca en territorio colombiano, que intentar evadir la vigilancia aérea que con tan buenos resultados ejercían Colombia, Perú y Bolivia con la ayuda de los Estados Unidos para evitar el ingreso de la pasta de coca al país.


Esa fue una de las primeras tácticas con las que los narcotraficantes lograron adaptar sus métodos para evadir las consecuencias de la guerra contra las drogas que, desde ese punto de vista, tuvo como uno de sus primeros logros conseguir que Colombia pasara de ser un país en el que se transformaba la hoja o pasta de coca en clorhidrato de cocaína (aprovechando los numerosos cristalizaderos ubicados en zonas selváticas) para su posterior distribución en los mercados internacionales, a convertirse en el mayor productor de hoja de coca del planeta. Esa mutación trajo consigo nuevos problemas como la marginalización y estigmatización del campesinado que deriva su subsistencia de los cultivos de coca, así como el recrudecimiento de la violencia, especialmente desde el momento en que los grupos armados al margen de la ley descubrieron que las plantaciones de coca podían ser una enorme y segura fuente de ingresos para financiar sus ilícitas actividades.


En los últimos años se percibe en Colombia un creciente aumento de voces orientadas a migrar desde un política puramente represiva en contra de las drogas de uso ilícito hacia una concepción más regulatoria33. Como parte de ese movimiento, en el año 2010 México, Guatemala y Colombia solicitaron ante la Organización de Naciones Unidas (ONU) la celebración de una Asamblea Extraordinaria para examinar los progresos de la política anti drogas y evaluar los logros y retos en el marco de los tratados vigentes sobre fiscalización de esas sustancias. El propósito de esa reunión no era impulsar el desconocimiento ni la modificación de la normatividad internacional sobre las drogas de uso ilícito, sino buscar interpretaciones más flexibles en aspectos puntuales.


Aun cuando en esa reunión extraordinaria (UNGASS, 2016) no se aprobaron todas las propuestas sometidas a consideración de la Asamblea, me parece exagerado sostener que la reunión fue un fracaso34; por el contrario, creo que hubo importantes avances en la dirección correcta, entre ellos los siguientes:


i) Se aceptó buscar mecanismos que facilitaran la utilización de las drogas controladas para fines científicos y médicos, en especial de aquellas empleadas en el manejo del dolor y el alivio del sufrimiento de pacientes.


ii) Se admitió que la política de drogas necesita un enfoque multidisciplinario y basado en datos científicos, es decir, edificada más sobre el análisis de las evidencias recolectadas que sobre las ideas generales que motivaron la formulación de la llamada guerra contra las drogas en los años setenta.


iii) Se reconoció que la política contra las drogas debe ser respetuosa de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la dignidad humana, con lo cual se abren mejores posibilidades de luchar contra las penas desproporcionadas que se imponen en algunos países a las denominadas “mulas”, como la pena de muerte o la de prisión perpetua.


iv) Se aceptó incorporar las perspectivas de género y edad en la política antidrogas, lo que permite que en países como Colombia se explore la posibilidad de un tratamiento diferencial para las mujeres campesinas que se ven involucradas en cultivos ilícitos.


v) Se autorizó que cada país interpretara y aplicara las convenciones internacionales de manera flexible conforme a sus propias realidades y necesidades, lo que para Colombia abre la posibilidad de buscar soluciones alternativas para el problema de los cultivos ilícitos, como los programas de sustitución, en lugar de insistir en el poco efectivo mecanismo de las erradicaciones forzadas por vía manual o mediante el uso (terrestre o aéreo) de químicos como el glifosato.


vi) Se reconoció la necesidad de un trabajo armónico y coordinado entre los sectores justicia, educación y salud, lo que, junto con el ya mencionado punto v) facilita priorizar un enfoque de salud pública (y de educación) en el manejo de los consumidores de drogas.


vii) Se destacó la necesidad de abordar las causas del problema de las drogas, incluidas las de naturaleza social y económica, con lo que se facilita la puesta en marcha de planes como los de sustitución de cultivos ilícitos que en Colombia permiten enfrentar de manera adecuada el problema de muchos pequeños campesinos que, por su condición de pobreza y abandono estatal, son fácil presa de los grupos al margen de la ley que los persuaden de dedicarse a esas actividades ilícitas.


viii) Se resaltó el compromiso de acabar con las epidemias de sida, hepatitis, tuberculosis y otras enfermedades transmisibles, en particular entre los consumidores de droga por inyección; se abre entonces la posibilidad de que el Estado reglamente el suministro seguro de drogas a los consumidores, con especial énfasis en aquellos que por sus problemas de adicción necesitan, de manera adicional, un tratamiento de desintoxicación o rehabilitación.


Con base en esas declaraciones de UNGASS 2016, en Colombia se ha intentado avanzar hacia una concepción menos punitivista del manejo de las drogas ilícitas35, pese a que en los últimos años se han hecho varios intentos de criminalizar tanto el porte y adquisición de sustancias en la modalidad de dosis personal, como el propio consumo.


En materia de drogas Colombia tiene como especial particularidad la de ser un país con una enorme extensión de cultivos de coca; como en materia de drogas ese es su mayor problema, y en UNGASS 2016 se dio vía libre para que cada país interpretara las convenciones internacionales de acuerdo con sus propias realidades, y se recomendó trabajar a partir de la identificación de las causas del problema, el país tiene ahora la posibilidad de abordar el tema de los cultivos ilícitos desde una perspectiva menos represiva, que le permita concentrar sus esfuerzos en la solución de las causas que han conducido a su gran proliferación.


Parte importante de esa realidad es el hecho de que la mayoría de los cultivos de hoja de coca están en manos de pequeños agricultores que, en promedio, dedican a ellos extensiones no superiores a una hectárea. Contrario a lo que se pudiera creer, esa labor no les representa una enorme cantidad de dinero, pues escasamente les permite garantizar su subsistencia. El ingreso neto mensual de un cultivador de coca por hectárea es apenas del 56 % de un salario mínimo legal vigente. Sin embargo, este reducido ingreso se ve compensado por el hecho de que los campesinos suelen recibir en el terreno lo necesario para comenzar y mantener el cultivo, tienen garantizado un precio fijo de adquisición de la hoja de coca, y no tienen que desplazarse a ningún sitio para entregar la cosecha porque se la recogen en su predio36. No obstante estas ventajas, un análisis de los niveles de pobreza multidimensional rural muestra que en los municipios afectados por cultivos ilícitos ella alcanzaba 54,72 % en 2018, lo que representaba un 15 % más que la registrada en esa época por los municipios no productores de coca37.


Estas ventajas en cuanto a la adquisición de insumos, sustentación del precio y recolección de las cosechas, unidas a otras como la protección que reciben de las organizaciones criminales o su ayuda para resolver los eventuales conflictos en que pueden verse involucrados, suelen ser suficientes para que cedan a la propuesta de dedicarse a los cultivos ilícitos, porque les producen mejores resultados económicos que los derivados de los cultivos lícitos. Por ejemplo, para adquirir los insumos indispensables en las actividades agrícolas legales necesitan desplazarse desde sus predios hasta los centros urbanos (normalmente alejados y mal comunicados) y, además, deben disponer de dinero o crédito para obtenerlos; cuando la cosecha se produce no tienen garantizado un precio fijo de compra que les asegure una adecuada compensación de lo invertido en insumos, y los costos de llevarla hasta sitios de acopio suelen ser altos, especialmente en lugares donde no hay buenas vías de comunicación ni un eficiente servicio de transporte. Si a estas falencias se suma la ausencia del Estado38 en temas relacionados como la salud, la educación o la justicia, no resulta difícil entender que una gran cantidad de pequeños campesinos se dediquen a sembrar coca solo porque les resulta una mejor alternativa de subsistencia que la derivada de los cultivos lícitos.


Tampoco se puede desconocer que detrás de estas malas condiciones de los campesinos hay antiguos problemas sociales39 que, a su vez, están estrechamente relacionados con el modelo agrario colombiano40, históricamente caracterizado por una inequitativa distribución de la tierra. Las reformas agrarias planteadas en Colombia desde 1936 se han quedado más en su formulación teórica que en una aplicación práctica. Por ejemplo, a mediados del siglo XX se optó por darles operatividad a través de programas de colonización que consistieron en entregarle a los campesinos parcelas en la frontera agrícola41, con lo que no solo se mantuvo prácticamente inalterado el porcentaje de distribución de la tierra en la medida en que lo que se distribuyó fue un territorio nuevo, sino que además se incrementó el proceso de deforestación. Adicionalmente, esos eran terrenos cuya productividad requería mayor presencia del Estado en temas indispensables para su desarrollo como las vías de comunicación y los centros organizados de acopio y distribución, más otros estrechamente relacionados con ellos como los servicios públicos, la educación, la salud, la seguridad y la justicia. En la medida en que ello no ocurrió, esos campesinos terminaron incorporados al modelo agrario tradicional y su situación de pobreza y abandono no mejoró de manera significativa.


Esas tierras, en su mayoría conseguidas a costa de la ampliación de la frontera agrícola42, desconectadas del resto del país por su ubicación territorial y por la ausencia del Estado43 como consecuencia de una política de colonización sin sostenibilidad con la que en la práctica se sustituyó la concepción teórica de una verdadera reforma agraria, dejaron a esos campesinos expuestos al influjo de una guerrilla que paulatinamente crecía y se afianzaba en esos territorios aprovechando la falta de presencia estatal. La guerrilla no tardó en darse cuenta de que las drogas ilícitas constituían una importante fuente de recursos para sostener su confrontación armada, y por eso avanzó rápidamente desde el impuesto al gramaje, pasando por su ayuda en la protección tanto de las áreas de cultivo como de los laboratorios, hasta su participación directa en casi todos los eslabones que componen el negocio del narcotráfico44. La convivencia de esos campesinos con una guerrilla que en esas lejanas tierras tenía mas presencia que el Estado, condujo a su estigmatización como colaboradores de la insurgencia lo que, a su vez, los fue alejando cada vez más de una institucionalidad que llegaba más a esas regiones con presencia militar que con planes de inserción social.


La situación se tornó aún más compleja con el ingreso de la guerrilla al negocio del narcotráfico, porque los agricultores que se vieron abocados al cultivo de coca sufrieron una segunda estigmatización45 al pasar a ser considerados como un eslabón criminal más en la cadena del narcotráfico. Una de las más significativas consecuencias de ese etiquetamiento fue la decisión estatal de recurrir a la aspersión aérea con glifosato para intentar acabar con los cultivos ilícitos, sin preocuparse excesivamente por la protección de unos campesinos a los que veían más como parte del mundo criminal de las drogas que como ciudadanos necesitados de ayuda para superar su pobreza. La política de erradicación forzosa de cultivos ilícitos comenzó a ser la única presencia recurrente del Estado en esos territorios, pero no para llevar oportunidades de subsistencia digna dentro de la legalidad, sino para destruir las pocas que muchos de esos agricultores tenían en los cultivos ilícitos46, e incluso las de otros que veían arrasadas sus plantaciones legales como consecuencia de una aspersión aérea cuya precisión dejaba mucho que desear. Por eso, una de las principales consecuencias que tuvo el uso del glifosato en Colombia fue el aumento de la desconfianza de los pequeños agricultores hacia un Estado cuya presencia solo era evidente para marchitar los cultivos (lícitos o ilícitos) de los cuales derivaban su precaria subsistencia47.


Esa estrecha relación que en Colombia existe entre la proliferación de los cultivos ilícitos y una política agraria cuyo errático manejo solo logra encubrir parcialmente problemas sociales de fondo, es lo que permite establecer una sólida conexión entre los puntos uno (“Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural Integral) y cuatro (“Solución al problema de las drogas ilícitas”) del Acuerdo de la Habana48, en la medida en que el punto cuatro plantea la intervención social del Estado como forma de reducir los cultivos ilícitos, lo que a su vez requiere ajustes en la política agraria que, finalmente, son compatibles con los planteamientos consignados en el punto uno.


La aspersión aérea con glifosato como mecanismo para acabar con las plantaciones de coca es una de las formas más representativas de un enfoque no solo prohibicionista del manejo de las drogas ilícitas sino, además, marcadamente represivo. Aun cuando el glifosato que se utiliza en esas actividades es un herbicida de uso generalizado para el control de la maleza en los cultivos lícitos, esa sola circunstancia no permite inferir –como algunos sostienen– que su empleo por vía aérea para combatir los cultivos de coca y marihuana sea seguro. Un primer aspecto que se debe precisar sobre el particular, es que la concentración del glifosato en cultivos lícitos está ajustada para su aspersión manual a menos de un metro de altura sobre el terreno. Por el contrario, su empleo para combatir cultivos ilícitos a gran escala exige la utilización de aviones que, además, no pueden volar a muy baja altura para evitar ser impactados por los grupos armados ilegales que protegen las plantaciones, circunstancia que cambia de manera sustancial los efectos que están previstos por el fabricante como propios de su utilización a una distancia de setenta centímetros sobre el terreno.


Asperjar a esa altura y no a ras de piso, como se hace en los cultivos lícitos, expone al glifosato a la acción del viento que puede arrastrar la sustancia muchos metros más allá del sitio donde es arrojada, en lo que se conoce como un “efecto deriva” que suele afectar cultivos lícitos, fuentes de agua, animales y seres humanos. Colombia ya fue demandada por Ecuador en 2008 precisamente por los daños causados como consecuencia de la “deriva” del glifosato que, asperjado en territorio colombiano, fue arrastrado por el viento hasta el vecino país. Para evitar una condena internacional, en 2013 Colombia concilió con Ecuador aceptando no solo el pago de una indemnización de 15 millones de dólares por los perjuicios causados en animales y fuentes de agua, sino comprometiéndose además a no asperjar por vía aérea con glifosato a una distancia que inicialmente no podía ser inferior a los 10 kilómetros de la frontera entre los dos países.


Si bien hay quienes invocan la existencia de estudios científicos para concluir que el glifosato no es peligroso para el medio ambiente o la salud de animales y seres humanos, suelen abstenerse de mencionar que para su utilización es necesario mezclarlo con otras sustancias coadyuvantes (también denominadas surfactantes), sobre cuyos efectos nocivos se habla muy poco49. En Colombia la Corte Constitucional ha advertido sobre la toxicidad de algunas de esas sustancias (como el surfactante Cosmoflux 411-f)50 que posteriormente fue prohibido por la autoridad ambiental y reemplazado por otro del que no se suministra información detallada, quizás porque deliberadamente se busca mantener el foco del debate público sobre el glifosato.


En cuanto a la toxicidad del glifosato en su presentación comercial para ser usado en forma manual en cultivos lícitos, existen muchos estudios con resultados contradictorios que arrojan pocas luces sobre sus niveles de riesgo, en parte porque no es claro si están realizados sobre “la sal de glifosato sola o en una de las fórmulas de herbicida”51. En el año 2015 la Agencia Internacional de Investigación contra el Cáncer (IARC) –que hace parte de la Organización Mundial de la Salud (OMS)–, lo calificó como una sustancia “probablemente carcinógeno humano” y lo incluyó en la segunda categoría de toxicidad cancerígena52. Pese a esa decisión, y a que otros estudios vinculan esa sustancia con casos de abortos espontáneos53 y llaman la atención sobre sus efectos nocivos en los niveles de productividad de cultivos como el de arroz54, algunos otros lo muestran como un producto absolutamente seguro y hasta sostienen que gracias a su empleo en la lucha contra las drogas se han conseguido disminuciones en la tasa de homicidios, pese a que la evidencia parece apuntar en otra dirección: han sido las denominadas guerras contra el narcotráfico (como las declaradas en Colombia durante la segunda mitad del siglo XX y en México a partir de la primera década del siglo XXI) las que han incrementado los niveles de violencia55.


Sin embargo, el tema de la seguridad del glifosato en su presentación como agente contra la maleza en cultivos lícitos amerita algunas precisiones; la sola lectura de la etiqueta que suele estar adherida a los envases de herbicidas a base de glifosato contiene las precauciones que debe tener la persona que lo manipula (como el uso de guantes y tapabocas), y la advertencia de que no debe ser usado si hay riesgo de lluvia en las horas siguientes a su aplicación (porque puede arrastrar la sustancia hasta fuentes de agua) muestran que la seguridad de su uso comercial depende de que se cumpla con precauciones como las señaladas56. Es evidente que los agricultores sobre los que esa sustancia se esparce por vía aérea durante las operaciones de erradicación forzosa de cultivos ilícitos (quienes trabajan en cultivos de coca) no utilizan guantes o mascarillas durante las aspersiones, lo que permite concluir que respecto de ellos la utilización del glifosato es “no segura” según los propios parámetros del fabricante, en cuanto no se lo usa con las precauciones recomendadas.


A todo esto se puede agregar que quienes, con plena conciencia de los riesgos que su manipulación puede traer, deciden de manera libre y voluntaria emplear el glifosato en labores agrícolas, están asumiendo su propio riesgo y, por consiguiente, se hacen cargo de manera voluntaria de las consecuencias negativas que de ello puedan derivarse para su propia integridad física. Por el contrario, quienes como agricultores están obligados a soportar las aspersiones aéreas que impone el Estado como una forma de combatir los cultivos ilícitos no están en la misma situación, puesto que no han aceptado de manera voluntaria exponerse a ese riesgo. En consecuencia, el Estado es responsable por las afectaciones que la aspersión aérea con glifosato pueda ocasionar tanto en las cultivos lícitos, como en los animales y en la salud de las personas que resulten expuestas a esa sustancia, como ya ha sido judicialmente declarado en varias oportunidades y en diversos países.


En Estados Unidos no solo hay ya una elevada cantidad de demandas por afectaciones a la salud derivadas del empleo del glifosato en actividades lícitas, sino que se han producido por lo menos tres condenas como la que reconoció que esa sustancia le produjo cáncer a un jardinero de California (Dewayne Johnson) que la empleó de manera reiterada en labores de jardinería, confiando en que no afectaría su integridad física57. En julio de 2019 la Deutsche Welle calculaba en 18.400 las demandas contra Monsanto en Estados Unidos por graves enfermedades que se derivarían de su utilización en cultivos lícitos58. En Colombia también se han producido condenas por los daños que el glifosato ha causado en cultivos lícitos59, como consecuencia de las cuales el Consejo de Estado había recomendado ya que, en aplicación del principio de precaución, se exploraran alternativas distintas para la erradicación de los cultivos ilícitos60.


En cuanto al creciente reconocimiento de las posibles consecuencias nocivas del glifosato, debe tenerse en cuenta también que en 2019 Austria prohibió su uso, y Francia canceló los permisos a 36 herbicidas fabricados con base en esa sustancia, al paso que Alemania anunció que retiraría el producto del mercado a partir de 2023[61]; también es importante recordar que, pese a que por entonces el fabricante había solicitado ante la Unión Europea la prórroga de la licencia por un término de diez años, esa ampliación solo le fue concedida hasta diciembre de 2022. Conviene aclarar que esas restricciones que se están viendo en Europa se refieren a la utilización comercial del glifosato en cultivos lícitos y mediante aplicación a una altura aproximada de 70 centímetros sobre el nivel del suelo, porque las aspersiones aéreas con esa sustancia “están por principio prohibidas” y “se encuentran altamente restringidas en la Unión Europea”, como en 2017 se lo informó a la Corte Constitucional colombiana el Instituto Federal para la Evaluación de Riesgos de Alemania62.


La inconveniencia de seguir utilizando la aspersión aérea con glifosato como forma de atacar los cultivos ilícitos no se deriva solamente de los peligros que esa sustancia representa para el medio ambiente y la salud de animales y personas. Su empleo en Colombia durante cerca de veintiún años muestra que el impacto en la reducción de cultivos de coca no fue significativo; cuando comenzó el programa en 1994 había en el país 44.700 hectáreas sembradas de coca; a partir de esa fecha se fumigaron un total de 1.896.327 hectáreas hasta el año 2015, fecha en la que se ordenó suspender la aspersión aérea con glifosato y se reportó la existencia de 96.084 hectáreas de coca, es decir, una cifra superior a la que existía más de veinte años atrás cuando el programa fue puesto en marcha.


Mientras el gobierno colombiano calcula que las tasas de resiembra en las zonas donde se erradica de manera forzosa oscilan entre el 35[63] y el 50 %64, los informes de Naciones Unidas indican que ese porcentaje es tan solo del 0,8 %65 en las áreas donde se ha puesto en marcha el programa de sustitución de cultivos ilícitos. Adicionalmente, Naciones Unidas indica que el nivel de cumplimiento de las familias que se vincularon a ese programa es del 98 %66, cifra que también muestra la efectividad de este mecanismo alternativo.


Si se adiciona a estos datos el enorme costo que tiene para el Estado la aspersión aérea con glifosato, no resulta difícil concluir que se trata de un programa que no ha conseguido los resultados esperados en cuanto a la reducción de los niveles de cultivos ilícitos, que supone una considerable inversión de dinero, que ha demostrado muy altas probabilidades de causar daño a los recursos naturales, los animales y los seres humanos, aparte de que no tiene ninguna incidencia en el control de las causas que han llevado a muchos pequeños agricultores a dedicarse a las plantaciones de coca como una forma de obtener el sustento que de otra forma difícilmente obtendrían, debido en buena parte a la falta de presencia del Estado en esas regiones.


Sobre este aspecto conviene destacar que mientras el programa de aspersión aérea con glifosato tuvo en 2014 un costo de 7,9 billones, el de sustitución voluntaria de cultivos requirió en 2018 una inversión de 2,9 billones que corresponden a unos 40 millones por cada familia participante. Se calcula que entre los años 2005 y 2014 erradicar una hectárea de coca le costaba al país 72 millones de pesos, lo que arroja un gran total de 79,9 billones de pesos como costo de las aspersiones durante los años en que el programa estuvo vigente; ese dinero gastado en fumigaciones aéreas con glifosato equivale a un tercio de lo que en el año 2019 fue el presupuesto general de la Nación67. Si además se tiene en cuenta que mientras la sustitución de cultivos ataca las causas del problema y reduce significativamente la tasa de resiembra, y la erradicación aérea con glifosato deja intactas las causas del problema y genera elevadas tasas de resiembra, no cabe la menor duda en cuanto a las enormes ventajas de proyectos como el de la sustitución de cultivos ilícitos, siempre que no se limite al cambio de unas plantas por otras sino que incluya el aumento de la presencia estatal en las regiones afectadas.


Por todas estas razones resulta difícil entender la insistencia de algunos sectores en la reanudación de las fumigaciones aéreas con glifosato que, además, supondría desconocer lo que a este respecto se consignó en el Acuerdo de Paz suscrito entre el Estado colombiano y la antigua guerrilla de las FARC. Lo que allí se previó fue la posibilidad de retomar esas aspersiones solo en aquellas regiones en las que se demostrara el fracaso del programa de sustitución de cultivos68, lo cual hasta el momento no ha ocurrido; lo que indican los informes de seguimiento de las Naciones Unidas es precisamente lo contrario: que pese a la lentitud con que el Estado avanza en su implementación, se trata de un programa con gran capacidad para brindar una solución duradera al problema que representan en nuestro país los cultivos de coca, porque incide de manera efectiva en las causas de su proliferación69.


Un balance provisional de estas primeras seis décadas de guerra contra las drogas ilícitas70 revela que durante todo ese tiempo las organizaciones criminales han adquirido una gran capacidad de adaptación frente a las medidas adoptadas por los Estados para combatirlas, mientras que estos se han preocupado fundamentalmente por aplicar de manera concienzuda las mismas fórmulas diseñadas a comienzos de los años sesenta, ignorando por completo que la evidencia hasta ahora recopilada muestra su insuficiencia71. Las grandes organizaciones criminales le cedieron hace mucho rato el problema de los cultivos ilícitos a pequeños agricultores necesitados de ingresos, con lo que se aseguraron de que los programas de erradicación forzada solo afecten los ingresos de esos campesinos, mientras ayudan de manera involuntaria a sostener el precio de la cocaína mediante el control de la sobreoferta.


De manera paralela, esas mismas organizaciones delictivas han reemplazado las antiguas matas de coca por variedades que son capaces de triplicar la producción, lo que les ayuda a mitigar los efectos de los programas de erradicación. Su capacidad de adaptación les ha permitido igualmente aprovecharse de decisiones judiciales que han prohibido la aspersión aérea en los parques naturales, en territorios de comunidades indígenas y de poblaciones ancestrales, así como de los problemas que hemos tenido con países como Ecuador por los daños que la aspersión con glifosato causó en su territorio. Por eso no resulta sorprendente que un gran porcentaje de esos cultivos ilícitos se haya ido desplazando hacia la zona suroccidental del país72 y la región del Catatumbo, donde las organizaciones criminales saben que la aspersión no es viable. Con razón señaló el informe de UNODC en 2018 que en el país había cerca de 53.000 hectáreas que se encontraban “protegidas” frente a la aspersión aérea por decisiones judiciales, sin contar con las hectáreas que constituyen las fronteras con Ecuador y Venezuela, donde la reactivación de ese programa podría desencadenar incidentes internacionales.


Para concluir este repaso a las relaciones del ser social con las drogas con ayuda de los artículos que componen este libro, conviene recordar que hay dos condiciones esenciales para resolver de manera adecuada un problema: la primera es su correcta identificación, y la segunda, el planteamiento de soluciones que sean adecuadas para superarlo. Si asumimos que el problema es el abuso de las drogas, entonces la forma de resolverlo debe ser esencialmente regulatoria, porque así se preservaría el uso histórico que el hombre como ser social hace de esas sustancias, pero dentro de unos límites orientados a prevenir ese abuso que constituiría el problema73. Una respuesta exclusivamente prohibicionista parece más compatible con una visión de las drogas ilícitas como factor de desestabilización de un determinado orden económico global, que con una legítima preocupación por la salud y el bienestar de los potenciales consumidores que, dicho sea de paso, constituye uno de los pilares de las convenciones internacionales contra el consumo de drogas de uso lícito.


Por la diversidad de temas, enfoques y autores, este libro admite dos lecturas: una primera, de conjunto, permite una visión amplia de las distintas facetas que componen el complejo ámbito de las drogas de uso ilícito y brinda herramientas para su mejor comprensión; la segunda, fragmentada, para quienes tengan interés puntual en alguno o varios de los enfoques que componen el texto, como una forma de profundizar en ellos o, simplemente, de incorporarse a esta controversia de siglos que se resiste a perder actualidad. En cualquiera de los dos casos el texto resulta de gran utilidad tanto para quien quiera tener una visión más completa del problema, como para quien solo quiera asomarse a este complejo mundo.
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Toda generalización histórica es artificio heurístico para la interpretación de un hecho concreto.


Nicolás Gómez Dávila


Just say no to family values.


John Giorno


La relación que el ser humano ha tenido con sustancias1 capaces de alterar su percepción de la realidad y el funcionamiento de su mente es tan antigua como él mismo. La especie ha utilizado estupefacientes desde su debut biológico y no ha dejado de hacerlo en nuestros días. Lo que ha cambiado son los términos en los que diversas sociedades se han enfrentado a esa antigua relación: entre el momento de nuestra aparición sobre el planeta Tierra y el presente se han sucedido incontables cambios, y asumir que la actitud actual hacia las drogas ha sido una constante a lo largo de la historia y que no existen alternativas a ella constituye un gran error.


Hoy, tras sesenta años de la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes y ante la pluralidad de voces autorizadas que denuncian el fracaso de la guerra contra las drogas, las sociedades han empezado a comprender la necesidad ineludible de formular aproximaciones alternativas a la realidad de que el ser humano altera su percepción y su mente, animado por un impulso biológico que científicos como Andrew T. Weil (1972) se atreven a calificar incluso como “innato, normal, análogo al hambre o al impulso sexual” (Furst, 2002: 25), y que compartimos con ciertos animales como los gatos, las cabras, las vacas, los renos, los elefantes y algunos simios (Mozoncillo, Mejías López y Muñoz Pérez, 2018).


La revisión de la larga historia de esa relación constituye un presupuesto para la formulación de dichas alternativas porque permite entender la actitud presente en términos relativistas, cuestionar el discurso hegemónico que le subyace –y que se afianzó tan solo hacia mediados del siglo XX–, y, finalmente, denunciar su parcialidad ideológica y su arbitrariedad intrínseca. Procurando hacer hincapié en su tratamiento jurídico, es decir, en la actitud que oscila entre la permisión total y la prohibición absoluta, el presente trabajo de investigación propone una genealogía –en el sentido que cabe dar al término de la mano de Nietzsche y Foucault– de la relación entre el ser humano y las drogas:


Digamos, grosso modo, que por oposición a una génesis que se orienta hacia la unidad de una causa principal cargada de una descendencia múltiple, se tratará, en el caso de aquellos análisis, de una Genealogía; es decir, de algo que intenta restituir las condiciones de aparición de una singularidad a partir de múltiples elementos determinantes, en relación con los cuales esa singularidad aparece, no como el producto, sino como el efecto (Foucault, 1995: 16).


Esa genealogía implica, sin duda, un ejercicio histórico que consiste básicamente en la narración de acontecimientos pasados. Sin embargo, dicha narración no debe entenderse como un mero recuento ocioso de datos históricos, ya que detrás de esa sucesión de anécdotas se asoma una constatación cargada de profundo significado: la relación entre el ser humano y las sustancias psicoactivas que prima en el mundo más o menos desde los albores del siglo XX no ha sido la única ni la mejor. De forma que es posible aprender de épocas pasadas maneras mucho más sanas –en todos los sentidos posibles– de entablar esa relación.


Todo ello es factible sobre la base de un cuestionamiento radical de la falacia historicista de acuerdo con la cual todo tiempo pasado fue peor y el presente implica indefectiblemente un mejoramiento, en una suerte de interpretación lineal del devenir histórico en la que “todo pueblo del planeta se inscribe dentro del marco unitario de una misma ‘historia universal’” (Serje, 2005: 19) y para la cual “el marco para entender cualquier historia es el de las categorías modernas de la historiografía occidental y de la economía política que esta sustenta” (Serje, 2005: 19). Ello no entraña la evocación nostálgica –e igualmente nociva– del pasado como único referente posible, sino la convicción de que la historia no debe desecharse, pues presta herramientas útiles para comprender el presente y modelar el futuro.


Por el anterior motivo, este trabajo de investigación se aparta metodológicamente de un típico desarrollo argumentativo cartesiano y en su lugar aspira a un análisis escalonado por etapas históricas de la relación entre ser humano y drogas, desde el momento en que este tuvo contacto con ellas, pasando por las concepciones pagana (1), cristiana (2) y liberal (3), para llegar finalmente al momento presente (4), en el que los pueblos del orbe declararon una guerra frontal en su contra, y en el que ese conflicto imaginado se emplea como herramienta geopolítica por los países del llamado norte global en contra de los países del sur global para perpetuar su hegemonía. Finalmente, se insinúan los contornos de una nueva –o acaso antigua– actitud hacia las drogas, que permita hacer frente a las problemáticas que estas indudablemente traen aparejadas, sin implicar, por otra parte, el menoscabo de las libertades individuales y la soberanía de los Estados nación, tal como ocurre hoy en día.


1.1. EL PAGANISMO: ENTRE EL ÉXTASIS Y LA CONCUPISCENCIA


El ser humano apareció sobre el planeta Tierra alrededor del año 500.000 a.C., organizado en pequeñas comunidades nómadas basadas en la recolección y la caza, y con una capacidad prácticamente nula de modificar su entorno. El 95 % de la historia de la humanidad ocurrió entre ese momento inaugural y el deshielo que puso fin a la última glaciación. De acuerdo con la antropología parece bastante claro que los sistemas espirituales de todos los grupos humanos de la prehistoria seguían un esquema chamanístico y, de acuerdo con Mircea Eliade (1964), por definición tal esquema implicaba el conocimiento de técnicas arcaicas para alcanzar estados de éxtasis que, a su turno, incluían en casi todos los casos la utilización de sustancias capaces de alterar la percepción y a las que culturalmente se asignaban significados mágicos, místicos y simbólicos (Furst, 2002: 19).


Chamanismo es un nombre genérico, incompleto, quizás demasiado vago, pero es hasta ahora el mejor concepto que conocemos para entender una serie bastante heterogénea de prácticas rituales, mágicas y sagradas que la humanidad viene desarrollando desde mucho antes del Paleolítico, cuando una manada de homínidos consumía hongos, volaban a los cielos y dialogaban con las fuerzas de la divinidad. (James, 2004: 11)


Aunque de acuerdo con ese razonamiento antropológico sea posible especular y soportar la hipótesis de que la relación entre el ser humano y las drogas realmente es tan antigua como él, lo cierto es que, sobre la base de la evidencia arqueológica efectivamente disponible, dicha relación tiene por lo menos ochenta y ocho siglos de antigüedad: en efecto, del grano de mescal –que no tiene que ver con la bebida alcohólica mexicana derivada del corazón del agave–, de los artefactos relacionados con él y de las representaciones simbólicas del estado alterno de consciencia que su consumo produce, se encuentran trazas que se remontan al año 8840 a.C. (Furst, 2002: 26-28).


Necesariamente por vía especulativa es sensato presumir que en este estadio de la historia del ser humano y las drogas no existía una demonización de las mismas sino todo lo contrario, pues eran probablemente entendidas como instrumentos sagrados en la medida en que habilitaban un puente de comunicación con la dimensión espiritual. Desde el punto de vista jurídico –si es que hay lugar a hablar de tal aspecto en un período tan remoto y en términos tan poco rigurosos– cabe aseverar que, de haber existido una prohibición de su uso, esta no debió responder a una concepción negativa de las sustancias psicoactivas sino precisamente a su particular importancia dentro del funcionamiento social de aquellas comunidades conjeturales, en las que probablemente el consumo era administrado por chamanes de acuerdo con parámetros rituales más o menos estrictos que obedecían a motivos mágicos, místicos y simbólicos.


Esa especulación responde a lo que han afirmado ciencias sociales como la antropología en lo que tiene que ver con el uso ritual de alucinógenos en comunidades étnicas que existen hoy en día, particularmente en el continente americano y especialmente en la cuenca del río Amazonas. Aunque no se descarta la posibilidad de que tales análisis etnográficos operen sobre la base de la falacia historicista comentada en la introducción, extrapolando experiencias presentes y locales a situaciones cronológicamente remotas y geográficamente heterogéneas, lo cierto es que efectivamente esa es la realidad actual del consumo de este tipo de sustancias en ciertas comunidades vernáculas, y ello presta herramientas analíticas relevantes para la reconstrucción histórica de este primer período en la genealogía propuesta (Furst, 2002; Weiskopf, 2002; James y Jiménez, 2004; Castaño-Uribe, 2019).


Se estima que, tras el fin de la última glaciación, aproximadamente en el año 10.000 a.C., las comunidades humanas aprendieron a criar animales y a cultivar plantas, y establecieron entonces los primeros asentamientos sedentarios. Alrededor del año 5000 a.C., algunos de los enclaves sedentarios ubicados en las planicies de aluvión de Oriente próximo se convirtieron en las primeras ciudades de la historia, en las que la división del trabajo se acentuó e hizo más compleja, se empezaron a generar excedentes de producción que eventualmente exigieron el desarrollo de la contabilidad y la escritura y que permitieron, finalmente, el ocaso de la prehistoria y el alba de la historia en sentido estricto, signada en términos marxistas por la lucha constante entre las gentes por hacerse al control de esos excedentes de producción (Benevolo, 1979). A partir de entonces es posible elaborar con datos más precisos la genealogía de la relación entre el ser humano y los psicotrópicos.


Existen tablillas cuneiformes mesopotámicas que contienen registros del conocimiento de los efectos psicoactivos del opio y del uso medicinal de la cerveza, que datan del tercer y segundo milenio a. C., respectivamente. El Código de Hammurabi (siglo XVIII a.C.), el antecedente más remoto en la historia del derecho escrito, contenía disposiciones relativas al alcohol, aunque no estaban dirigidas a controlar su consumo sino la producción y la venta: adulterarlo constituía una de tan solo tres hipótesis de pena capital previstas en él, por lo que puede inferirse que los babilonios se tomaban muy en serio la calidad de sus vinos. De acuerdo con los datos arqueológicos de los que se dispone, parece que la babilónica fue una cultura particularmente inclinada al consumo de alcohol, pero es sabido que, además del opio, las daturas, la mandrágora, el cannabis y el eléboro negro fueron sustancias muy empleadas tanto en contextos religiosos como en ámbitos médicos, que podían o no yuxtaponerse (Escohotado, 2002: 73-75).


En los papiros egipcios que sobrevivieron al tiempo se cuentan por lo menos setecientos nombres específicos para fármacos diversos, algunos de los cuales la farmacología moderna no ha sido capaz de sintetizar. Como en Mesopotamia, en Egipto el vino y la cerveza eran utilizados de manera tanto recreativa como medicinal, pero, contrario a lo que ocurría en la media luna fértil, el opio no estaba restringido a espacios religiosos o medicinales y podía ser utilizado de manera recreativa, empleado en contextos laicos y tenido en muy alta estima. En cambio, a los alcoholes se les atribuía la capacidad de degradar moralmente, pero no existía limitación alguna respecto de su ingesta (Escohotado, 2002: 77-80).


Las evidencias más antiguas de fibra de cáñamo se encuentran en China y datan del cuarto milenio antes de Cristo. De la efedra, el antepasado remoto de las anfetaminas, también se encuentran los primeros registros en China. El famoso ginseng es prueba ostensible de la delgada o inexistente línea divisoria que trazaba la epistemología china entre la gastronomía y la farmacología (Escohotado, 2002: 86-89).


Como se puede observar, aunque en los referentes históricos reseñados no existieran proscripciones significativas del consumo de estupefacientes, y a pesar de que las fuentes sugieren un alto grado de aval y licencia al respecto, desde el punto de vista antropológico es posible identificar cierta censura social implícita asociada a ellos. Ocurre exactamente lo contrario en los casos de la península indostánica y de América precolombina.


Por lo menos desde el siglo XV a.C., en India se conoce y consume cannabis. Desde entonces su uso está inescindiblemente ligado al pensamiento religioso, tanto para el hinduismo como para su famoso descendiente, el budismo (Borges y Jurado, 2007: 30-42), pero ese nexo no ha excluido nunca el uso recreativo. Igualmente notorio es el influjo del opio en las culturas del Indostán, que lo conocieron por lo menos desde el año 2334 a.C., aunque todo parece indicar que su verdadera propagación tuvo lugar únicamente gracias a la difusión del islam en el subcontinente, muchos siglos más tarde (Escohotado, 2002: 91-92). Ahora bien, aunque interesantes y genealógicamente significativas, las experiencias del cáñamo y el opio en India palidecen frente a una sustancia cuya identidad se ha perdido en la historia, porque traductores del sánscrito, historiadores, antropólogos y químicos no se han puesto de acuerdo en cuanto a su verdadera identidad: el llamado soma. De acuerdo con la erudita védica Wendy Doniger O’Flaherty,


[El soma] era el punto focal de la religión védica. De hecho, si uno acepta el punto de vista de que la totalidad de la práctica mística de la India, a partir de los Upanishads y a través de los métodos más mecánicos del yoga, es meramente un intento de remplazar la visión conferida por la planta del soma, entonces la naturaleza de esa visión, y de esa planta, es el fundamento de la totalidad de la religión hindú, y todo aquello con una naturaleza mística dentro de esa religión es pertinente a la identidad de la planta (Furst, 2002: 177).


Lo cierto es que a pesar de su identidad ignota, la existencia del soma en la literatura védica y en el pensamiento religioso indostánico de la actualidad demuestra, más que el cáñamo o el opio, que la tradición espiritual más antigua del planeta está al menos indirectamente estructurada sobre el consumo de un enteógeno y que, cuando menos de manera implícita, esta ha profesado y defendido ese consumo desde su exordio hasta nuestros días, sin solución de continuidad (Furst, 2002: 176-197).


En América ha sucedido algo similar desde tiempos anteriores al colonialismo europeo, y ello es explicable dada la proliferación de flora psicoactiva que existe en el continente, desde el Estrecho de Bering hasta la Tierra del Fuego: contra la decena de variedades de plantas psicoactivas conocidas en el Viejo Mundo, el Nuevo conoció entre 80 y 100 (Escohotado, 2002: 125). Esa exuberancia tuvo y tiene aún hoy una influencia indudable en la modelación de las tradiciones culturales y espirituales de los pueblos nativos americanos.


Sin embargo, en lo que atañe a la antigüedad, para la arqueología tradicional su influencia es constatable únicamente en los casos mesoamericano y andino, por haber sido las únicas experiencias que en el continente establecieron estructuras administrativas centrales capaces de dejar rastros, aunque el uso extendido de alucinógenos por un sinnúmero de pueblos originarios en la actualidad permita conjeturar un consumo general desde tiempos atávicos en todo el continente americano (Escohotado, 2002: 107). De hecho, descubrimientos relativamente recientes en la cuenca del río Amazonas permiten llegar a conclusiones similares, aun en defecto de ruinas imperiales comparables a las que dejaron olmecas, mayas, aztecas e incas (Castaño-Uribe, 2019: 38-100).


Las culturas precolombinas mesoamericanas contaban esencialmente con ololiuhqui o semillas de la virgen –que, de acuerdo con Albert Hofmann, contienen compuestos similares a la dietilamida de ácido lisérgico o LSD-25 (Wasson, Hofmann y Ruck, 1980: 35-52)–, con el peyote –cuya utilización puede rastrearse hasta el siglo IV a.C. y que persiste aún hoy entre los huicholes (Furst, 2002: 216-235)– y con una amplia variedad de hongos alucinógenos. Los cronistas de Indias consideraban su consumo una práctica idólatra, pecaminosa y satánica, lo cual da una idea de la frecuencia y significado espiritual con que las culturas amerindias –o por lo menos los aztecas a los que se referían las primeras crónicas– utilizaban esas sustancias (Escohotado, 2002: 110).


También las culturas de los Andes utilizaban ancestralmente sustancias psicoactivas: la hoja de coca se masca por lo menos desde el quinto milenio a. C., el cactus San Pedro desde el año 1000 antes de la era común, y el polvo de cohoba o yopo ya era consuetudinario cuando Francisco Pizarro emboscó a Atahualpa, el emperador solar, en 1532. Con todo, la sustancia más célebre fue la coca, y aunque no se tienen datos anteriores, lo cierto es que bajo el imperio inca su utilización era reservada a las élites y mascar sin permiso era considerado crimen de lesa majestad (Escohotado, 2002: 115-119).


Se daba así el caso de que una parte considerable de la corvea o tributo de trabajo se centraba en producir los llamados panes de coca –consumidos por la Corte en enormes cantidades–, mientras al mismo tiempo el control de su consumo por el pueblo bajo consolidaba un sistema de prohibición, que hacia esas fechas ningún país (salvo China por lo que respecta a los aguardientes) había practicado con droga alguna. De ahí que los incas representaran un vigoroso estímulo al cultivo de la planta y, al mismo tiempo, una de las primeras incursiones históricas del derecho penal en semejante materia (Escohotado, 2002: 119).


La prohibición de los incas sobre el consumo de hoja de coca no se derivaba entonces de una concepción negativa sino, por el contrario, del hecho de que fuera una sustancia tan preciada que ameritaba el monopolio por la oligarquía andina. Por ello, junto con las culturas mesoamericanas, es posible vincular a los incas con el Indostán en cuanto a la sacralidad total de los enteógenos, aun a pesar de la interdicción selectiva de la coca, y sin que ello signifique afirmar que las otras culturas –mesopotámica, egipcia y china– fueran más allá de una tímida censura social y llegaran a prohibir la utilización de sustancias psicoactivas, pues a pesar de los sutiles recelos que albergaban sobre el particular lo cierto es que las consumían y a veces incluso veneraban.


Entre los dioses que ocuparon el panteón olímpico, los griegos tributaron particular devoción y afecto a Dionisio, dios del vino. Si por sí solo ese dato no basta para dar una idea general de la actitud helénica hacia las sustancias psicoactivas más constante en la historia del ser humano, puede tenerse por prueba adicional Las bacantes, tragedia en la que Eurípides narra las desgracias de Penteo, un rey que quiso prohibir mediante leyes humanas lo que la ley natural endiosaba –el vino–, para recibir como castigo divino la decapitación y el descuartizamiento, infligidos directamente por su madre y sus tías, como resultado de un ardid vengativo del dios del vino en persona (Escohotado, 2002: 145-150). Es como si desde la noche de la historia la cultura griega quisiera advertir contra el prohibicionismo:


Tal es la enseñanza de Eurípides, y sin duda la de aquellos otros trágicos griegos que escenificaron en obras desaparecidas la triste historia de Penteo (cuyo nombre significa etimológicamente “duelo”), el gobernante que quiso imponer la sobriedad en nombre de un orden siempre frágil cuando pretende ignorar las prerrogativas permanentes de lo subterráneo. La ilustración griega dejó dicho a la posteridad que cualquier droga puede confortar a los juiciosos, y que castigará con segura demencia a los insensatos, tanto como a sus paranoicos perseguidores (Escohotado, 2002: 150).


Sin embargo, el proverbial gusto de los griegos por el vino no resulta particularmente sorprendente, en parte porque se ha convertido en un lugar común. Más extraordinario e interesante es el hecho de que las pitonisas del afamado oráculo de Delfos presagiaran bajo la influencia de cierto vapor o humo psicoactivo –que refieren Platón, Aristóteles, Plutarco, los estoicos y los peripatéticos– en el que algunos estudiosos desde el siglo XIX sospechan que había solanáceas o cáñamo, y a partir del cual funcionaba el rito oracular, cargado de connotaciones chamanísticas de acuerdo con Mircea Eliade (1980) (Escohotado, 2002: 154-156).


Pero despierta todavía más perplejidades la constatación histórica de que más o menos desde el año 1500 a.C. hasta el siglo IV de nuestra era, cuando el paganismo finalmente sucumbió al cristianismo, en terrenos ubicados a pocos kilómetros de la ciudad que los griegos llamaron Atenas, se celebraron ritos que implicaban el consumo de potentes enteógenos. Esos ritos estaban relacionados con el culto a la diosa Démeter y al mito del rapto de su hija, Perséfone, por Hades, dios del inframundo. Implicaban una preparación rigurosa de unos seis meses, el recorrido de una vía sagrada que conducía al santuario de Eleusis, hoy en ruinas, y la ingesta de un brebaje cuya identidad precisa resulta tan elusiva como el soma del Indostán (Wasson, Hofmann y Ruck, 1980: 53-79), aunque por la situación geográfica todo parece indicar que el principio activo del tónico era el cornezuelo del centeno o ergot, un hongo que crece en ciertos cereales y a partir del cual Albert Hofmann sintetizó el LSD-25 en 1938 (Wasson, Hofmann y Ruck, 1980: 35-52).


De acuerdo con la historiografía, asistir a los misterios eleusinos era considerado un evento capital en la vida griega, comparable a la peregrinación a La Meca de los musulmanes. En el rito los iniciados entraban en contacto directo con la divinidad, con independencia de que fueran reyes, filósofos, poetas, comerciantes o esclavos. A pesar de esa disponibilidad democrática, tan típicamente ateniense, la utilización del enteógeno en cuestión estaba permitida únicamente en el marco del rito, y su adquisición y posesión solo era permitida a los hierofantes (Escohotado, 2002: 157-170).


De hecho, Ferécrates, Isócrates y Plutarco refieren una anécdota en la que algunos aristócratas atenienses lograron hacerse al brebaje a través del mercado negro para consumirlo por su cuenta y de manera recreativa, dando lugar a la condena a muerte in absentia de Alcibíades, decisiva para la victoria de Esparta en la guerra del Peloponeso y, de acuerdo con algún filólogo, determinante para la condena a muerte del mismísimo Sócrates, quien al parecer asistió a esa profanación de los misterios (Escohotado, 2002: 162-163), llamados así “porque nadie, bajo pena de muerte, podía revelar lo que sucedía en el santuario” (Wasson, Hofmann y Ruck, 1980: 55).


La versión de Eurípides de la tragedia de Penteo, los datos sobre el oráculo de Delfos y los misterios eleusinos dejan ver una sociedad profundamente consciente de los nexos entre los estupefacientes y lo sagrado, lo cual da la razón a Foucault (2010: 250) cuando afirma que “somos mucho menos griegos de lo que creemos”. Esa consciencia permeó las mentes de algunos de los pensadores en los que Occidente reconoce sus padres fundadores, y llegó incluso a modelar el pensamiento de Roma, que ya estaba parcialmente en decadencia cuando los ritos aún se celebraban, hacia el siglo IV de nuestro tiempo:


Sí, creo que todos ellos [Píndaro, Sófocles, Platón, Pausanias y el emperador Marco Aurelio], en tanto que iniciados a los misterios eleusinos, tuvieron al menos una vez en su vida la experiencia de la alucinación que producía el kykeon, el brebaje psicotrópico. Si se consideran los escasísimos testimonios con que contamos al respecto –los iniciados al rito tenían el compromiso de guardar silencio, pues las cosas sagradas de Eleusis eran arrheta, “inefables”, y aporrheta, “tales que no se debía hablar de ellas”– podemos hacernos una idea de la gran importancia que tenían para ellos los misterios. Cicerón, por ejemplo, dice que sólo de tal experiencia aprendió cómo vivir, y que comprendió de dónde venimos y adónde vamos. El iniciado gozaba una auténtica experiencia mística. Recibía una iluminación que salvaba la existencia individual (Hofmann, Gnoli y Volpi, 2008: 96-97).


Como es sabido, Roma fue una civilización filosófica y espiritualmente copiada de la griega, pero particularmente original en lo que respecta a la producción de instituciones políticas y jurídicas, muchas de las cuales aún subsisten. Sin embargo, el derecho romano, acaso como cualquier derecho, no podía desembarazarse de los contenidos axiológicos y metajurídicos que le subyacían. Quizás ello explica que “[m]ientras no interfiriesen en la sagrada auctoritas […] el criterio romano sobre drogas se calca del griego” (Escohotado, 2002: 171) y que la única norma de carácter universal relativa a los estupefacientes, contenida en una Lex Cornelia, se limitara a establecer: “Droga es una palabra indiferente, donde cabe tanto lo que sirve para matar como lo que sirve para curar, y los filtros de amor, pero esta ley sólo reprueba lo usado para matar a alguien” (Escohotado, 2002: 172).


Los romanos eran tan afectos al vino como los griegos y, al igual que muchas culturas de la antigüedad, inclinados a un consumo escrupuloso del opio (Escohotado, 2002: 172-182) y del cannabis que les mostraron los celtas (Escohotado, 2002: 199-201). Finalmente, como se tuvo ocasión de reseñar, muchos romanos prominentes fueron iniciados en misterios griegos como los de Eleusis, que implicaban el consumo de enteógenos más potentes, por lo que las conclusiones alcanzadas en el caso helénico pueden extrapolarse sin temor a generalizar al caso romano: se trataba de una sociedad sin una actitud prohibicionista, que trenzaba los ámbitos espiritual, medicinal y recreativo sin aprensión alguna.


1.2. EL CRISTIANISMO: LA INQUISICIÓN Y LAS BRUJAS


Aunque ameritaría un comentario semejante, este trabajo de investigación deja de lado un análisis de la relación entre ser humano y drogas en el mundo islámico y se concentra exclusivamente en el cristianismo. Esa elección no obedece únicamente a límites formales sino también al hecho de que en la modelación de la actitud moderna hacia las drogas el islam no tuvo una influencia comparable a la que tuvo la fe cristiana, que nació como culto clandestino en la periferia del Imperio romano a partir de una simple reinterpretación del judaísmo, para convertirse eventualmente en el aparato de dominación global que ha condicionado la historia occidental desde la caída de Roma hasta nuestros días, como precisamente la guerra contra las drogas permite demostrar.


En otras palabras, a la hipótesis ya demostrada de que la antigüedad fue una era definida por el vínculo estrecho entre espiritualidad y drogas y por posiciones muy permisivas al respecto, habría que añadir una segunda conjetura: el andamiaje del discurso prohibicionista fue estructurado por el cristianismo como sistema normativo de vocación universal.


La censura contra el consumo de sustancias estupefacientes operada por el cristianismo desde sus orígenes y hasta nuestros días tiene que ver, en primer lugar, con su particular esquema de relacionamiento con Dios: mientras que en la mayoría de las religiones antiguas el vínculo entre creyente y divinidad era directo y podía ser entablado por el creyente mismo a partir de diversos canales que podían o no incluir el uso de psicoactivos, para el cristianismo esa relación está necesariamente mediada por un representante de Dios en la tierra, encargado de perdonar culpas y absolver pecados en su nombre y de interpretar las palabras consignadas en el texto sagrado para transmitirlas a los fieles, que constituyen una suerte de receptores pasivos de un mensaje que se supone emanado del creador mismo.


Aunque las burocracias religiosas anteriores también contaban con sacerdocios, jerarquías y dignidades espirituales, su papel consistía en facilitar la experiencia metafísica, que en cualquier caso era directa. En el cristianismo, por el contrario, la experiencia mística es una excepción y un don reservado a los más fieles y a los santos, como evidencia la historia del arte a través de numerosos ejemplos plásticos y literarios, entre los que el Éxtasis de Santa Teresa de Gian Lorenzo Bernini y El sueño de Sor Juana Inés de la Cruz constituyen ilustres demostraciones.


El segundo motivo por el que el cristianismo se define como un sistema prohibicionista tiene que ver con su especial concepción del cuerpo como espacio fabricado por Dios y perteneciente únicamente a Él, de la que dan cuenta aquellos versículos de la Biblia en los que se dice: “¿O no sabéis que vuestro cuerpo es santuario del Espíritu Santo, que está en vosotros y habéis recibido de Dios, y que no os pertenecéis? ¡Habéis sido bien comprados! Glorificad, por tanto, a Dios en vuestro cuerpo” (Corintios 6:19-20). De ahí que todo agente extraño al cuerpo sea considerado por el cristianismo como una profanación, y que la Escritura aconseje en varios de sus pasajes la sobriedad a sus fieles, llegando incluso a vincular la ebriedad con el demonio: “Sed sobrios y velad. Vuestro adversario, el Diablo, ronda como león rugiente, buscando a quién devorar” (Pedro 5:8).


Esa vinculación diabólica no es gratuita y es anunciada en De la démonomanie des sorciers en 1580 por el mismísimo Jean Bodin, a quien se atribuye nada menos que la primera formulación del concepto de soberanía que los juristas aún emplean para fundamentar el poder público (Flórez Ruiz, 2012: 111-112). En el imaginario medieval, las drogas y el diablo son indisociables de un tercer elemento que los vincula estrechamente: la brujería. De hecho, en la literatura se llega incluso a aventurar la hipótesis de que el famoso vuelo de las brujas, al aquelarre o sabbat (Koning, 1976), tanto en Europa (Alm, 2003) como en los famosos juicios de Salem en Norteamérica (Matossian, 1982), era en realidad una representación alegórica del estado alterado de consciencia producido por el cornezuelo del centeno o ergot, ya mencionado en lo que tiene que ver con la identidad elusiva del compuesto con que se intoxicaban los griegos en Eleusis.


De ser cierta, dicha conjetura daría una dimensión enteramente literal a la antigua relación entre el diablo, las brujas y los psicoactivos, que tuvo que ver con la persecución religiosa característica de toda la Edad Media, inaugurada ya en tiempos de los romanos con una Lex Salica del año 424 (Escohotado, 2002: 239) y llevada a su máximo grado de horror con la Inquisición española moderna, ya bien entrado el Renacimiento, que pese a su mérito antropocéntrico y racionalista no supo emancipar a la cultura europea del temor a las grandes otredades que representaban los judíos, los árabes, los indios americanos, las brujas y, por supuesto, las drogas y quienes las consumían (Claro, 2009: 163-341; Baena Carrillo, 2016: 21-53).


Como es evidente, la actitud prohibicionista propia del cristianismo se enmarca dentro de su general rechazo por los placeres de la carne, que derivó del estoicismo adaptado por Panecio de Rodas para los romanos (Hernández, 2008: 99) y que asoció al diablo, y del vínculo estrecho que traza entre pecado, cuerpo y concupiscencia, cuyo antecedente remoto está en aquella doctrina de Platón de acuerdo con la cual el mundo aprehensible por los sentidos es tan solo un simulacro imperfecto y una rudimentaria copia del mundo de los arquetipos y las ideas puras (trad. en 2007: 603-767), famosamente explicada en La República a través de la alegoría de la caverna (Cioffi, Luppi, O’Brien, Vigorelli y Zanette, 2001: 95-96). Lo expone el profesor Antonio Escohotado con su característica elocuencia:


Con todo, esta disociación pasaría por alto dos factores esenciales. Uno es que desde el siglo XIII al XVIII la brujería no representa sólo viejos focos paganos y pobres diablos, sino una resistencia original y progresivamente vigorosa a la concepción cristiana de la vida. El otro, todavía más nuclear, deriva de la propia historia cristiana previa. Si decimos, por ejemplo, que el fundamento de la persecución era el poder del Diablo, y no el poder de las drogas, estamos diciendo algo cierto, pero a la vez saltando por encima de la propia genealogía diabólica como hecho histórico. Satán es un nombre común para Dionisio y otras deidades de religiones naturales, de tipo extático y orgiástico, que la cristianización arrasó en los primeros siglos de su égida, no sólo persiguiendo a esos fieles y prohibiendo sus ritos, sino borrando el recuerdo al nivel más eficaz, que es quemar bibliotecas enteras y destruir libros determinados. Desde las capitulares de Carlomagno en el siglo IX, que prohíben el opio como “porquería del diablo”, hasta las rocambolescas peripecias que en el XVII acompañan la conversión del mate en un regalo apostólico, arrancándolo de las garras infernales, la “apostasía” y el consumo de sustancias reputadas enteogénicas son hechos perfectamente paralelos, que se confunden una y otra vez. No toda apostasía supone un uso ritual de fármacos, pero todo uso ritual de fármacos es apostasía desde luego. Quizá el Diablo excede en poder a las drogas, pero el poder de las drogas viene ciertamente del Diablo (Escohotado, 2002: 359-360).


Desde el punto de vista jurídico es claro que la actitud de censura hacia los psicoactivos propia del Medioevo se traducía materialmente en la celebración de juicios por brujería y en proscripciones generales del uso de toda clase de ungüentos, menjurjes, pomadas y pócimas que la sabiduría popular recetaba para el alivio de ciertos males, y que se asociaban a la práctica de la magia (Escohotado, 2002: 227-356). Bajo la égida del cristianismo, lo psicoactivo, la brujería, lo diabólico, el erotismo y lo femenino (Federici, 2010; Michelet, 2020) fueron amalgamados para producir el primer germen del discurso prohibicionista, que llegó incluso a desterrar la práctica de la farmacología tradicional por figuras históricas como Johannes Trithemius, Johann Georg Faust, Teofrasto Paracelso y Enrique Cornelio Agripa al terreno de la herejía (Ribadeau-Dumas, 1968).


Solo una sustancia tiene lugar en el culto, en el sacramento ritual de la eucaristía, pero a la finalidad psicoactiva se sobrepone la función puramente alegórica de representar el consumo de la sangre de Cristo a través de la transubstanciación del vino. La segunda hipótesis queda entonces demostrada: el prohibicionismo moderno es estructuralmente cristiano, pues fue sobre los esquemas propios del cristianismo que en algún momento de la historia se estimó necesario vedar el consumo de estupefacientes.


En conclusión, de acuerdo con el cristianismo y sus versiones posteriores, el consumo de psicoactivos es conducta reprochable porque su uso recreativo constituye un gozo del cuerpo, que es, en cuanto tal, execrable, y porque su uso espiritual supone una alteración del esquema de interacción entre el fiel y la divinidad, que debe estar necesariamente mediada por un hermeneuta autorizado. La utilización de drogas se asocia entonces a la brujería y al diablo y es por ende una práctica prohibida y perseguida sin tregua desde que el paganismo sucumbió a la fe cristiana hasta nuestros días, con un breve interregno del pensamiento liberal.


1.3. EL LIBERALISMO: RENTABILIDAD ECONÓMICA Y CULTURAL DE LA PERMISIÓN


Aunque buena parte de la realeza europea fuera opiófaga, incluyendo a Luis XIV (Escohotado, 2002: 409), lo cierto es que el prohibicionismo impuesto por el cristianismo dominó el panorama europeo –y mundial, si se tiene en cuenta que por obra del colonialismo se extendió a territorios de ultramar como el americano– hasta la paulatina caída del Ancien Régime y el advenimiento y consolidación del pensamiento liberal, entre siglos XVII
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